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Conclusiones principales  

¿Qué hay de nuevo? La violencia, la producción de coca y el narcotráfico se 
han disparado a lo largo de la costa pacífica de Colombia desde el acuerdo de paz 
de 2016 entre el gobierno y las guerrillas de las FARC. Nuevos y antiguos grupos 
armados se enfrentan por el control de comunidades, territorios y negocios ile-
gales, provocando continuos desplazamientos y una guerra de baja intensidad.  

¿Por qué importa? Las luchas de la región del Pacífico, que desde hace mu-
cho tiempo es una de las más pobres y periféricas de Colombia, evidencian las 
dificultades de mejorar la seguridad sin abordar las causas económicas y políti-
cas del reclutamiento a manos de grupos armados y la cooptación de comuni-
dades por parte del crimen organizado.  

¿Qué se debería hacer? En lugar de depender de una estrategia de contrain-
surgencia o una política de “muerte o captura” para desmantelar los grupos ar-
mados, el gobierno colombiano debería dar prioridad a establecer una policía civil 
y una presencia estatal estables y confiables, desmovilizar a los combatientes, 
cumplir sus promesas sobre desarrollo rural y sustitución de cultivos de coca con-
forme al acuerdo de paz, y ofrecer oportunidades educativas a las comunidades. 
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Resumen ejecutivo 

El Pacífico de Colombia está luchando por hacer frente al conflicto y el crimen vio-
lento exacerbados por la extrema pobreza, la miseria y la negligencia. En los departa-
mentos del Pacífico, más que en ninguna otra región del país, el acuerdo de paz de 
2016 con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) ha sido per-
judicado por las ex guerrillas disidentes, una renaciente insurgencia del Ejército de 
Liberación Nacional (ELN), y el auge del narcotráfico facilitado por grandes concen-
traciones de coca y el fácil acceso a las rutas marítimas de tráfico. Para el gobierno 
de centro-derecha del presidente Iván Duque, la respuesta más adecuada a la violen-
cia armada en el Pacífico y otras regiones ha sido endurecer las medidas de seguridad. 
Este enfoque ha derivado en el asesinato de varios cabecillas requeridos por la ley, 
pero no ha abordado las condiciones que empujan a personas subempleadas a la 
delincuencia o a unirse a grupos armados. Establecer una policía y una presencia es-
tatal estables y confiables, desmovilizar a estos grupos, cumplir las promesas del 
acuerdo de paz y mejorar las oportunidades educativas son medidas fundamentales 
para poner fin al ciclo que empuja a los jóvenes colombianos hacia la violencia armada.  

Ciertos lugares como Tumaco, una localidad costera en el extremo suroeste de 
Colombia, la ciudad portuaria de Buenaventura o el departamento del Chocó se han 
convertido en sinónimo de sangrientos enfrentamientos entre distintas facciones 
armadas. Desde el acuerdo de paz con las FARC, numerosos otros grupos –sucesores 
escindidos del movimiento guerrillero, el ELN, brazos locales del cartel de los Gaita-
nistas y otros clanes criminales – han explotado las reivindicaciones de las comu-
nidades contra las élites políticas, brindado oportunidades en el narcotráfico u otros 
negocios ilegales, y empleado el poder de fuego para cooptar y coaccionar a las co-
munidades. La población, en gran parte afrocolombiana e indígena, cuya tasa de po-
breza ya era una de las más elevadas del país, ha pagado el costo de la guerra. Las 
elevadas tasas de homicidio, el desplazamiento masivo y el confinamiento forzado, 
la violencia sexual y el asesinato de líderes comunitarios no muestran señales de 
disminución. 

El Estado colonial español, cuyos representantes se asentaron principalmente en 
el altiplano andino, descuidaron durante mucho tiempo la región del Pacífico, entre-
gándosela a los intereses mineros que dependían de la importación de esclavos. Las 
comunidades afrocolombianas, y en menor medida los pueblos indígenas, confor-
man la mayoría de la población del Pacífico, donde el alcance del Estado y los servi-
cios públicos siguen siendo escasos: tan solo el 0,4 por ciento de los estudiantes es-
colares de la región van a la universidad, comparado con el 30 por ciento a nivel na-
cional, y aún así faltan plazas en las universidades públicas locales. Sin embargo, la 
región ha experimentado una rápida transformación en un aspecto. El puerto de 
Buenaventura, por el cual pasan el 60 por ciento de los bienes que entran y salen de 
Colombia, ha experimentado una extraordinaria modernización y expansión, trans-
formándose en una importante fuente de ingresos fiscales. Al mismo tiempo, los re-
sidentes del área se han visto expuestos a las tasas de homicidio y desaparición for-
zada más elevadas del país, debido principalmente al creciente tráfico de drogas en 
la ciudad.  
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Los últimos gobiernos han admitido el continuo fracaso del enfoque del Estado 
hacia el Pacífico, y han prometido desarrollo local, mejoras en la infraestructura y 
la ampliación de los servicios públicos. El acuerdo de paz de las FARC sumó la 
promesa de inversiones económicas basadas en consultas públicas, así como un plan 
de sustitución voluntaria de cultivos de coca. En 2017, las protestas masivas contra la 
negligencia estatal crónica en Buenaventura paralizaron el puerto durante tres sema-
nas y solo cesaron luego de que el gobierno prometiera otros $3,5 mil millones de 
dólares para el desarrollo local. Pero dada la magnitud de la brecha económica que 
divide al Pacífico del resto del país, la debilidad y corrupción de las autoridades loca-
les, y la preferencia de ciertos funcionarios en Bogotá por las inversiones que fomen-
tan la competitividad comercial de Colombia sin tener en cuenta su impacto local, es 
improbable que la región vea los frutos de estos esfuerzos en las próximas décadas.  

Mientras tanto, el gobierno del presidente Duque ha optado por un enfoque más 
duro. Las fuerzas de seguridad han asesinado a varios líderes disidentes de las FARC, 
mientras que las autoridades han puesto fin a las negociaciones con el ELN. Bogotá 
ha vuelto a la contrainsurgencia mediante las llamadas Zonas Estratégicas de Inter-
vención Integral, que suponen esfuerzos civiles y militares coordinados para elimi-
nar los grupos armados de ciertas áreas y consolidar el control estatal; Tumaco es 
una de las primeras de estas zonas. El gobierno ha fomentado la erradicación forza-
da de la coca, y está decidido a volver a la fumigación aérea.  

Pero corre el riesgo de reproducir los resultados desiguales de las anteriores inter-
venciones a menos que logre contener el flujo de jóvenes que se unen a grupos ar-
mados buscando estatus y riqueza, establecer un sistema de aplicación de la ley fia-
ble en áreas violentas e infundir una mayor confianza en las instituciones estatales. 
A fin de llevar a cabo estas iniciativas, será fundamental implementar políticas que 
garanticen una presencia estable de la policía civil y las instituciones estatales; mejo-
rar las oportunidades de desmovilización para los disidentes de las guerrillas o gru-
pos criminales, como ya ha sucedido en Tumaco; cumplir las promesas del acuerdo 
de paz en materia de desarrollo territorial, sustitución de coca y medios de vida ru-
rales alternativos; y garantizar un mayor acceso a la educación en una región en la 
que escasea la oferta educativa.  

La zona del Pacífico de América Latina se destaca por ser una de las regiones de 
más rápido crecimiento y más pujante. Sin embargo, los habitantes de la costa de 
Colombia hasta ahora no han visto muchos de los beneficios del auge del comercio, 
aunque sí sus desventajas. Lamentablemente, estas poblaciones están habituadas al 
sufrimiento y el abandono. Si las autoridades colombianas desean mejorar sus vidas, 
reducir la violencia desenfrenada y el desplazamiento de manera sostenible, deberían 
enfocarse en reducir las causas que hacen que la vida armada parezca tan atractiva.  

Bogotá/Bruselas, 8 de agosto 2019  
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I. Introducción  

El acuerdo de paz de 2016 entre el gobierno colombiano y las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC) se está tambaleando en las periferias del país 
afectadas por el conflicto. Sus reveses son especialmente evidentes en la región de la 
costa del Pacífico, que se extiende a lo largo de las provincias de Nariño, en la frontera 
con Ecuador, Cauca y Chocó, y el municipio de Buenaventura. Diversos grupos ar-
mados, entre ellos guerrillas del Ejército de Liberación Nacional (ELN), disidentes 
de las FARC, y organizaciones narcotraficantes están luchando por el control de la zo-
na. Funcionarios de inteligencia de Colombia estiman que el 45 por ciento de las ex-
portaciones de cocaína del país ahora salen de la costa pacífica, en un momento en 
que la producción de droga en el país ha alcanzado máximos históricos1. Pero el nar-
cotráfico dista de ser la única fuente de ingresos ilegales de la región. Las minas de 
oro ilegales y la extorsión también llenan las arcas de los grupos combatientes e im-
pulsan la competencia entre ellos. Los habitantes del Pacífico  – la mayoría de ellos 
afrocolombianos, además de una pequeña pero notable población indígena – sufren 
las peores consecuencias de los enfrentamientos2. 

El clima y el paisaje explican en parte la importancia que las élites coloniales es-
pañolas y colombianas han otorgado tradicionalmente a las economías extractivas de 
la región. Reacias a vivir en una región con unos niveles extraordinariamente elevados 
de precipitaciones, permitieron que otros, principalmente forasteros, explotaran sus 
recursos a cambio del pago de regalías al gobierno3. Este legado de externalización 
económica, combinado con los efectos residuales de la esclavitud sobre el alcance y 
eficacia de las instituciones estatales locales, ha hecho que históricamente el gobierno 
preste escasa atención a las necesidades de la región. La extrema pobreza es co-
mún; las instituciones estatales formales están ausentes. Allí donde organismos co-
mo los consejos comunitarios afrocolombianos y los resguardos indígenas alguna vez 
llenaron el vacío brindando autoridad, bienestar social y resolución de conflictos, 
ahora los grupos armados ilegales están ocupando su lugar4. Sólo recientemente 

 
 
1 Entrevista de Crisis Group, funcionario de inteligencia de Colombia, Bogotá, 27 de febrero de 
2019. Sobre las cifras record del cultivo de coca en 2017, véase “Colombia: Monitoreo de territorios 
afectados por cultivos ilícitos 2017”, UNODC, septiembre de 2018. 
2 Los afrocolombianos constituyen el 90 por ciento de la población de la región; los mestizos no-
étnicos son el 6 por ciento; los indígenas el 4 por ciento. “Problemática humanitaria en la región 
pacífica colombiana”, Defensoría del Pueblo, agosto de 2016, p. 18.  
3 Mario Diego Romero Vergara, Poblamiento y Sociedad en el Pacífico Colombiano. Siglo XVI al 
XVIII, (Cali, 2017). Claudia Leal León, “La Compañía Minera Chocó Pacífico y el Auge del Platino 
en Colombia, 1897-1930”, Historia Crítica Vol. 39, No. 1 (2009). 
4 Existe una “brecha de gobernanza” cuando las autoridades legítimas no son capaces de hacer 
cumplir sus normas o proporcionar servicios a las comunidades que satisfagan sus necesidades bá-
sicas o demandas. Cuando otros actores llenan estas brechas, se genera un “orden político híbrido”. 
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Bogotá ha comenzado a considerar impulsar el crecimiento y el desarrollo en la re-
gión como parte de una estrategia más amplia para aumentar la competitividad de 
Colombia a nivel internacional. Estos esfuerzos se han centrado en el puerto de Bue-
naventura – el punto de exportación más importante del país. 

El informe explora las características de la violencia, la actividad de los grupos 
armados y los negocios ilegales tras la firma del acuerdo de paz con las FARC, así 
como las causas subyacentes de su prevalencia a lo largo de la costa pacífica. Está 
basado en más de 110 entrevistas con funcionarios del gobierno, líderes comunita-
rios, comandantes de rango medio y combatientes de bajo nivel de grupos armados 
ilegales, además de funcionarios de la ONU y organizaciones humanitarias en Bogo-
tá y la región del Pacífico realizadas durante 2017, 2018 y principios de 2019. El tra-
bajo de campo se llevó a cabo en municipios costeros en Chocó, Nariño y Cauca, y en 
Buenaventura. 

 
 
Boege, V., Brown, M. A., & Clements, K. P. “Hybrid Political Orders, Not Fragile States”, Peace Re-
view, Vol. 21, No. 1 (2009), pp. 13–21.  
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II. Grupos armados y economías ilegales en el Pacífico 

A diferencia de otras partes de Colombia, la historia de la violencia en la región de la 
costa del Pacífico es relativamente reciente. Las FARC y el ELN, ambas formadas a 
mediados de los 60 e inicialmente concentradas en la zona del altiplano del país, no 
llegaron al Chocó, por ejemplo, hasta mediados de los 80 y 1987 respectivamente, 
mientras que los paramilitares, liderados por familias de fuera de la región, los si-
guieron a mediados de los 905. En Buenaventura, el Frente 30 de las FARC y el Fren-
te Manuel Vázquez Castaño del ELN también llegaron a mediados de los 80. Para 
1975, el Cartel de Cali, uno de los primeros grandes sindicatos de la cocaína de Co-
lombia, estaba transportando drogas a través de la ciudad6. Las FARC llegaron a Na-
riño a mediados de los 80 y ahí avanzaron hacia la costa del Pacífico y en el munici-
pio de Guapi en el vecino departamento del Cauca7.  

Para el comienzo del nuevo milenio, las FARC estaban ayudando a los cultivadores 
de coca a ocupar y sembrar el terreno en el municipio rural de Tumaco mediante dos 
columnas móviles8. El ELN formó el Frente Comuneros del Sur, que ganó terreno en 
la costa de Nariño, y para fines de esa década había creado las columnas Héroes, 
Mártires de Barbacoas y los Guerreros de Sindagua – esta última funciona hasta el 
día de hoy9. Helmer “Pacho” Herrera, tercero en el mando del Cartel de Cali, compró 
terrenos a lo largo de la costa de Nariño para procesar y exportar cocaína a princi-

 
 
5 Entrevistas de Crisis Group, funcionario eclesiástico, Apartadó, 21 de octubre de 2018; defensor 
de los derechos humanos, Apartadó, 22 de octubre de 2018; representante de una organización in-
ternacional, 21 de octubre de 2018. “Panorama actual del Chocó” Observatorio del Programa Presi-
dencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, abril de 2003, p. 3; Carolina 
Rodríguez Lizarralde y David Felipe Gómez Triana, “BLOQUE NOROCCIDENTAL” en Carlos Me-
dina Gallego (Ed.), FARC-EP Flujos y reflujos: La guerra en las regiones (Bogotá, 2011), p. 130. 
Camilo Echandía Castilla, “Auge y declive del Ejército de Liberación Nacional (ELN): Análisis de la 
evolución militar y territorial de cara a la negociación”, Fundación Ideas para la Paz, noviembre de 
2013. Las FARC llegaron con los Frentes 5, 34 y 57, y el ELN con los Frentes Hernán Jaramillo y 
Che Guevara, este último aún opera allí.  
6 Adolfo León Atehortúa Cruz y Diana Marcela Rojas Rivera, “El narcotráfico en Colombia. Pione-
ros y capos”, Historia y Espacio, vol. 4, no. 31 (2008), pp. 169-207. 
7 “Panorama actual de Nariño”, Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y 
Derecho Internacional Humanitario, noviembre de 2002, p. 5. Trabajo de campo de Crisis Group, 
Guapi, Cauca, mayo de 2016. En 1995, el grupo creó el Frente 60, que unos años después se termi-
naría asentando en Argelia y Timbiquí, en Cauca. “Dinámica reciente de la violencia en la Costa Pa-
cífica nariñense y caucana y su incidencia sobre las comunidades afrocolombianas”, Observatorio 
del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, enero de 
2009, p. 44. Entrevista de Crisis Group, Argelia, Cauca, 4 de mayo 2018.  
8 “Dinámicas del conflicto armado en Tumaco y su impacto humanitario”, Fundación Ideas para la 
Paz, febrero de 2014, p. 14. Entrevistas de Crisis Group, líder comunitario, Tumaco, 11 de mayo de 
2017; representante de una organización internacional, Tumaco, 10 de mayo de 2017. Una columna 
móvil era una unidad menor que un frente en las FARC, y solía moverse por las regiones llevando a 
cabo ataques y actividades económicas. Los frentes eran geográficamente más estables.  
9 Santiago Millán, “Variaciones regionales de la presencia del ELN”, en David Aponte y Andrés E. 
Vargas (Eds.), No estamos condenados a la guerra: Hacia una estrategia de cierre del conflicto 
con el ELN (Bogotá, 2011), p. 114. Entrevistas de Crisis Group, funcionario del gobierno, Iscuandé, 
Nariño, 30 de enero de 2019; representante de una organización internacional, Tumaco, 1 de febre-
ro de 2019. 
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pios de los 80, mientras que otros traficantes también compraron plantaciones de 
palma africana para usar como rutas hacia la costa10. 

A grandes rasgos, los grupos armados de la región se dividen en tres categorías: 
guerrillas del ELN, disidentes de las FARC y narcotraficantes. Todos buscan contro-
lar el territorio, obtener beneficios y participar en actividades ilegales, y proporcio-
nar algún tipo de gobernanza. Pocos de ellos ostentan un dominio militar total so-
bre las áreas en las que operan, suficiente para impedir completamente el ingreso de 
otros grupos armados, especialmente las fuerzas del Estado11. Aún así, siguen ejer-
ciendo influencia sobre la población incluso cuando ingresan las fuerzas del Estado, 
ya que sus miembros se ocultan entre la población civil y la amenazan con represa-
lias una vez dichas fuerzas se vayan. 

A. El ELN 

Embarcado en una escalada expansionista (aunque frágil), tanto en Colombia y Ve-
nezuela el ELN mantiene una ideología revolucionaria y es la única insurgencia que 
queda a lo largo de la costa del Pacífico12. Alrededor del 30 por ciento de sus más de 2 
300 combatientes a tiempo completo están ubicados allí, y recientemente ha intensifi-
cado sus esfuerzos de reclutamiento13. El ELN afirma estar defendiendo a la pobla-
ción frente a un Estado negligente y abusivo en Chocó14. En partes del Cauca, ha respe-
tado las demandas de la comunidad de no operar en sus territorios15. 

La importancia de los negocios ilegales, especialmente el narcotráfico, para el 
ELN es cada vez más evidente. En El Plateado, en el Cauca, donde se encuentran 
las mayores concentraciones de cultivos, protegen los cultivos y el procesamiento de 
coca, a la vez que intentan recobrar el control de corredores a través de los cuales los 
traficantes trasladan cocaína hacia la costa16. Fuentes locales informan que tie-
nen importantes intereses en la minería ilegal en Chocó, Timbiquí en el Cauca, e 
Iscuandé en Nariño17. Pero estos intereses de negocios no siempre se traducen en 

 
 
10 “Dinámica reciente de la violencia en la Costa Pacífica nariñense y caucana y su incidencia sobre 
las comunidades afrocolombianas”, op. cit., p. 43.  
11 Para una breve discusión de las diversas formas de control militar y político de los grupos arma-
dos, véase Nelson Kasfir, “Rebel Governance – Constructing a Field of Inquiry: Definitions, Scope, 
Patterns, Order, Causes”, en Ana Arjona, Nelson Kasfir and Zachariah Mampilly (Eds), Rebel Go-
vernance in Civil War, Cambridge University Press (New York: 2015).  
12 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Riosucio, 24 de octubre de 2018; funcionario 
gubernamental, Iscuandé, Nariño, 30 de enero de 2019. 
13 Entrevistas de Crisis Group, líder comunitario, Quibdó, 13 de marzo de 2019; representante de 
una organización internacional, 14 de marzo de 2019; funcionario de inteligencia, Bogotá, 12 
de febrero de 2018. 
14 Video enviado a Crisis Group, Comandante Uriel, 6 de julio de 2018. 
15 Entrevistas de Crisis Group, líder comunitario, Argelia, Cauca, 4 de mayo de 2018; funcionario 
eclesiástico, Timbiquí, Cauca, 29 de enero de 2019. 
16 Entrevistas de Crisis Group, líder comunitario, El Plateado, Cauca, 4 de mayo de 2018; defensor 
de los derechos humanos, Guapi, 28 de enero de 2019. Trabajo de campo de Crisis Group, El Pla-
teado, 3 y 4 de mayo de 2018. 
17 Entrevistas de Crisis Group, funcionario eclesiástico, Riosucio, Chocó, 24 de octubre de 2018; 
líderes comunitarios, Riosucio, Chocó 24 y 27 de octubre de 2018; funcionario eclesiástico, Timbi-
quí, Cauca, 29 de enero de 2019; funcionario gubernamental, Iscuandé, Nariño, 30 de enero de 
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violencia contra civiles. “No tenemos ningún problema real con el ELN. Siempre y 
cuando su negocio funcione, todo está bien”, dijo un funcionario local en Nariño18. 

Los esfuerzos del ELN para expandirse a lo largo del Pacífico no siempre han 
dado resultado. El bastión de las guerrillas sigue siendo el sur del Chocó, y sus inten-
tos desde 2015 de avanzar hacia el norte del departamento han fracasado recien-
temente. Los Gaitanistas, un poderoso grupo narcotraficante (véase la Sección C a 
continuación), se han impuesto en el conflicto entre los dos grupos en esta zona19. En 
el puerto de Buenaventura, el ELN supuestamente intentó abrirse paso en la zona ur-
bana, pero su presencia sigue estando limitada a las zonas rurales al norte de la ciu-
dad20. Otros intentos similares de expansión seguidos de una capacidad limitada de 
consolidar el control territorial han tenido lugar tanto en el Cauca como en Nariño21. 

B. Disidentes de las FARC  

Diversos grupos disidentes de las FARC, que dejaron formalmente las armas en 2017, se 
han desplegado por la región. Estos grupos también afirman tener motivaciones 
ideológicas, pero por lo general no son capaces de identificar un conjunto de objeti-
vos políticos para abordar los reclamos contra la negligencia y el maltrato estatal de 
las comunidades que dicen representar y proteger22. 

Uno de los grupos disidentes es el Frente Oliver Sinisterra, antiguamente dirigido 
por “Guacho”, un conocido comandante que tenía 29 años cuando fue asesinado a 
balazos por las fuerzas de seguridad colombianas en diciembre de 2018. El frente 
comenzó como un pequeño grupo en la zona rural de Tumaco en enero de 201723. A 
principios de 2018, formó una alianza con la Gente del Orden, otro grupo disidente 
de la zona urbana de Tumaco, y se expandió hasta Barbacoas, El Charco e Iscuandé 

 
 
2019; funcionario eclesiástico, Tumaco, 31 de enero de 2019; líderes comunitarios y representantes 
de organizaciones internacionales, Quibdó, 28 y 29 de agosto de 2017, 8 y 9 de mayo de 2018. 
18 Entrevistas de Crisis Group, funcionario del gobierno, Iscuandé, Nariño, 30 de enero de 2019. El 
ELN niega su participación en el narcotráfico en Chocó, pero es la única fuente que afirma esto. Vi-
deo enviado a Crisis Group, Comandante Uriel, 6 de julio de 2018. 
19 Entrevistas de Crisis Group, defensores de los derechos humanos, Apartadó, 21 y 22 de octubre 
de 2018; líderes comunitarios, Riosucio, Chocó, 24 de octubre de 2018; Carmen del Darién, Chocó, 
26 de octubre de 2018.  
20 Tatiana Duque, “La ruptura del pacto criminal que asusta a Buenaventura”, La Silla Vacía, 19 
de diciembre de 2018; entrevista de Crisis Group, funcionario del gobierno, Buenaventura, 19 de 
febrero de 2019. 
21 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Guapi y Timbiquí, 27 y 29 de enero de 2019; 
defensor de los derechos humanos, Guapi, 28 de enero de 2019; funcionario eclesiástico, Guapi, 28 
de enero de 2019; representante de una organización internacional, Tumaco, 1 de febrero de 2019. 
22 Entrevistas de Crisis Group, comandante de rango medio de las GUP, Tumaco, 28 de septiembre 
de 2018; miembros de Gente del Orden, Tumaco, 27 de septiembre de 2018; líder comunitario, 
Tumaco, 27 de septiembre de 2018; funcionario del gobierno, Iscuandé, 30 de enero de 2018. “¡Na-
riño…Presente y Combatiendo!”, Frente Oliver Sinisterra, 6 de enero de 2018. “Comunicado a la 
opinion pública”, Columna Móvil Jaime Martínez de las FARC-EP, n.d. “Fuerza Unida Del Pacífi-
co”, video, YouTube, 29 de mayo de 2018, https://bit.ly/2Em6iVX.  
23 “¡Nariño…Presente y Combatiendo!”, Frente Oliver Sinisterra, 6 de enero de 2018. 
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en un intento de controlar las principales rutas del narcotráfico de la región24. Si 
bien la cobertura mediática y la atención del gobierno se centraron en el supuesto 
papel de Guacho en el asesinato de dos periodistas ecuatorianos y su chofer en abril 
de 2018, no era en absoluto el líder armado más poderoso de la región. Según un trafi-
cante local de precursores químicos, “Guacho no tiene laboratorios [para procesar 
cocaína], o si los tiene son muy pocos”25. El grupo ha comenzado a recibir apoyo de 
miembros del grupo disidente Frente 1º, que en la actualidad está presente princi-
palmente en el sureste de Colombia, aunque recientemente llegaron a la zona como 
parte de su plan para unificar a todos los disidentes en unas FARC organizadas y “re-
fundadas”26. 

A pesar de haber perdido territorio en Tumaco y sus alrededores antes de la muerte 
de su comandante y de la presión de las fuerzas del Estado colombiano y otros gru-
pos armados, los hombres de Guacho han mantenido su posición en áreas al norte 
y al este del municipio, en especial a lo largo de los ríos Telembí y Patía. Su sucesor 
es otro excombatiente de las FARC de unos veinticinco años, conocido como el Gringo. 
Desde septiembre de 2018, el grupo ha perdido territorio en las regiones del Alto y el 
Bajo Mira en la zona rural de Tumaco, y está en conflicto con un grupo armado de 
reciente formación en la zona. 

Otro grupo disidente, las Guerrillas Unidas del Pacífico (GUP), fue fundado a 
principios de 2017 en San Pedro del Vino. Muchos de sus miembros son disidentes 
liderados por alias Don Ye hasta su asesinato en noviembre de 201627. Posterior-
mente, Héctor David Segura Palacios, conocido simplemente como David, comandó 
al grupo hasta septiembre de 2018, cuando la policía lo rastreó a él y a su hermana 
hasta una aldea al norte de Tumaco y los asesinaron a ambos. El grupo se expan-
dió en la ciudad de Tumaco reclutando a excombatientes de las FARC y luchando con-
tra la Gente del Orden, y luego contra el grupo de Guacho28. Otro joven afrocolom-
biano de unos veinticinco años, alias Borojó, lidera actualmente las GUP, que con-
trolan casi todos los estuarios a lo largo de la costa de Nariño y supervisan gran parte 
del narcotráfico en la región, incluidos los laboratorios de cocaína29. Más reciente-
mente, el grupo ha desplazado a muchos combatientes hacia la región del Parque 
Nacional Natural Sanquianga y el delta del río Patía30. 

Tras dos años de violencia interna en Tumaco, y bajo presión de la población local, 
la Gente del Orden, el Frente Oliver Sinisterra y las GUP negociaron una tregua en 

 
 
24 Entrevistas de Crisis Group, funcionario del gobierno, Iscuandé, Nariño, 30 de enero de 2019; 
funcionario eclesiástico, El Charco, Nariño, 30 de enero de 2019; funcionario eclesiástico, Tumaco, 
31 de enero de 2019. 
25 Entrevista de Crisis Group, traficante de precursores químicos, Tumaco, 24 de septiembre de 2018. 
26 Entrevista de Crisis Group, representante de una organización internacional, Tumaco, 24 
de junio de 2019. 
27 Entrevista de Crisis Group, experto en seguridad, Bogotá, 4 de febrero de 2017. 
28 Las GUP han estado en conflicto abierto con la Gente del Orden desde mediados de 2017. En-
trevista de Crisis Group, trabajador humanitario, Tumaco, 7 de marzo de 2018. 
29 Entrevistas de Crisis Group, comandante de rango medio de las GUP, Tumaco, 28 de septiembre 
de 2018; representante de una organización internacional, Tumaco, 25 de septiembre de 2018 y 1 
de febrero de 2019. 
30 Entrevista de Crisis Group, representante de una organización internacional, Tumaco, 24 de ju-
nio de 2019. 
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diciembre31. Desde entonces, los homicidios se han reducido drásticamente en las 
zonas urbanas de Tumaco, pero no en las zonas rurales debido a las actividades de 
un nuevo grupo armado excluido de la tregua32. Tumaco ha experimentado una dis-
minución constante de los homicidios y tiroteos desde la firma de la tregua. Disiden-
tes de las FARC en la ciudad también afirman que la tregua ha derivado en un descen-
so significativo de la violencia33.  

Durante el último año, dos grupos disidentes de las FARC han luchado por el 
control del territorio y las rutas del narcotráfico en las zonas rurales de Buenaventu-
ra, el municipio de López de Micay y a lo largo del río Naya. Las Fuerzas Unidas del 
Pacífico están compuestas por ex combatientes del Frente 30 de las FARC34. En 2018 
se atribuyeron el asesinato de cuatro líderes comunitarios a lo largo del río Naya, afir-
mando que las víctimas apoyaban a grupos “paramilitares”35. Si bien dicen luchar 
por los ideales revolucionarios de las FARC, su enfoque principal parece ser el narco-
tráfico36. Recientemente se han expandido hacia el sur del Chocó, donde han estado 
enfrentándose con el ELN en territorio indígena, y Guapi, en Cauca37. 

Otra facción disidente, la Columna Móvil Jaime Martínez, anunció en un pan-
fleto publicado en mayo de 2018 que las Fuerzas Unidas no eran una fuerza guerri-
llera38. Si bien su liderazgo y origen no están claros, también afirma luchar por los 
valores de las FARC39. Recientemente incluyó “Frente 1º” en su nombre, en referencia 
a un grupo disidente del este de Colombia que trató de unificar diversas facciones 
guerrilleras por todo el país40. Las FUP han logrado consolidar su control sobre el río 
Naya, desplazando al Frente Jaime Martínez hacia las montañas del Cauca mientras 
siguen luchando contra el ELN por el control del río San Juan de Micay, el cual un 
defensor local de los derechos humanos describió como “una enorme ruta del nar-
cotráfico”41. 
 
 
31 En la reunión para acordar la tregua, el 13 de diciembre, los comandantes debatieron como lidiar 
con las violaciones. Posteriormente, el 28 de diciembre, negociaron una tregua para las áreas rura-
les en las que operaban. Entrevista de Crisis Group, líder comunitario, Tumaco, 2 de febrero de 2019. 
32 Entrevistas de Crisis Group, activistas de la sociedad civil, Tumaco, 2 y 3 de febrero de 2019; 
Trabajo de campo de Crisis Group, zona rural de Tumaco, 3 y 4 de febrero de 2019. Medicina Legal, 
“Información preliminar de lesiones fatales de causa externa en Colombia. Enero a febrero de 
2019”, marzo de 2019.  
33 Entrevistas de Crisis Group, disidentes de las FARC, Tumaco, 8 y 9 de abril de 2019. 
34 Según el video que el grupo realizó para anunciar su existencia, está liderado por alias Julián Martí-
nez. “Fuerza Unida Del Pacífico”, video, YouTube, 29 de mayo de 2018, https://bit.ly/2Em6iVX.  
35 “Fuerza Unida del Pacifico”, video, YouTube, 7 de junio de 2018, https://bit.ly/2Xgqd09.  
36 “Fuerza Unida Del Pacífico”, video, YouTube, op. cit. Entrevista de Crisis Group, defensor de los 
derechos humanos, Guapi, 28 de enero de 2019.  
37 Entrevista de Crisis Group, experto en seguridad, Bogotá, 7 de junio de 2019. 
38 Entrevista de Crisis Group, líder comunitario, Buenaventura, 18 de febrero de 2019.  
39 “Comunicado a la opinión pública”, Columna Móvil Jaime Martínez de las FARC-EP, n.d. “¿Se 
avecina guerra entre disidentes de las Farc en el Naya?”, Verdad Abierta, 6 de junio de 2018. 
40 Panfleto, “Columna Móvil Jaime Martínez FARC-EP Frente Primero”, n.d.  
41 Entrevista de Crisis Group, defensor de los derechos humanos, Guapi, Cauca, 28 de enero de 
2019. Existe un último grupo disidente de las FARC en la región: el Frente Estiven González, que 
opera en las montañas de Nariño y Cauca. También está presente en el municipio de Magüí Payán, 
a lo largo de la costa pacífica en Nariño. Busca controlar todo lo que pueda del río Patía, y tiene un 
pacto de no agresión con el ELN en la zona. Entrevista de Crisis Group, representante de una orga-
nización internacinal, Tumaco, 25 de septiembre de 2018. Laura Soto, “En Norte de Nariño creció 
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C. Narcotraficantes 

El principal grupo del crimen organizado de Colombia, las Autodefensas Gaitanistas 
de Colombia, opera a lo largo de la costa y sus principales intereses son el narco-
tráfico, el tráfico de armas y la minería de oro ilegal. El grupo se ha enfrentado al 
ELN en el Chocó desde 2015, lo que ha derivado en numerosos asesinatos selectivos 
y el desplazamiento forzado de más de 50 000 habitantes42. Por todo el departamen-
to, actúa de manera similar a los tradicionales grupos paramilitares colombianos, 
combinando las operaciones de contrainsurgencia con las actividades económicas 
ilícitas, en supuesta colusión con las fuerzas estatales (las cuales niegan su complici-
dad con el grupo)43. 
Los enfrentamientos entre los Gaitanistas y las guerrillas se han desplazado geográ-
ficamente, aumentando la probabilidad de un deterioro de la violencia. En el norte 
del Chocó, los Gaitanistas han hecho retroceder al ELN al tomar el control de casi 
todo el municipio de Riosucio44. Al sur del departamento, el grupo controla el centro 
urbano de Istmina y gran parte de Quibdó, capital del departamento45. Reciente-
mente, los enfrentamientos en el norte llegaron hasta Bojayá, donde tuvo lugar la 
peor masacre de la guerra civil de Colombia (en 2002 las FARC lanzaron un cilindro 
bomba que cayó sobre una iglesia, dejando al menos 79 muertos). Existe un gran 
riesgo de que converjan allí los frentes norte y sur del conflicto. Los ataques del go-
bierno contra los líderes Gaitanistas no han afectado la expansión geográfica del 
grupo o sus mercados criminales en el Chocó. Nuevos comandantes reemplazan a los 
muertos o capturados, lo que a menudo provoca súbitos cambios en la forma en que 
el grupo trata a la población local, pero no perjudica su capacidad de llevar a cabo 
sus actividades ilegales46. 

Otros grupos criminales locales compiten por uno de los mercados criminales 
más lucrativos de la región costera: la ciudad portuaria de Buenaventura. Un grupo 
armado conocido como los Locales se enfrenta allí contra un grupo criminal más pe-
queño, la Empresa, liderada por alias Robert. Esta última extorsiona a los negocios 

 
 
la disidencia coordinada por ‘Gentil Duarte’”, La Silla Vacía, 3 de diciembre de 2018. Más recien-
temente, un nuevo grupo de combatientes, en su mayoría campesinos, se han instalado en la zona 
del Alto Mira y Frontera en Tumaco, y dicen representar a frentes disidentes de otras partes de Co-
lombia. Se desconocen su liderazgo y tamaño, aunque se ha confirmado su presencia. Entrevistas 
de Crisis Group, representante de una organización internacional, Tumaco, 8 de abril de 2019; ex-
pertos en conflicto, Bogotá, 11 de abril y 8 de mayo de 2019. 
42 Estadísticas de la Unidad Nacional para las Víctimas, Registro Único de Víctimas, consultada el 
15 de abril de 2019. “Conmoción por el cruel asesinato de Aquileo, profesor indígena en el Chocó”, 
Semana, 13 de abril de 2019. Entrevista de Crisis Group, defensor de los derechos humanos, Apar-
tadó, 22 de octubre de 2018. 
43 Altos mandos militares han negado la existencia de cualquier política que favorezca a los 
Gaitanistas en Chocó, aunque han admitido que se han abierto procedimientos disciplinarios contra 
ciertos oficiales por supuesta colusión. “‘No hay connivencia con Clan del Golfo en el Bajo Atrato’: 
general Ramírez”, El Espectador, 7 de junio de 2019. 
44 Entrevista de Crisis Group, defensor de los derechos humanos, Apartadó, 22 de octubre de 2018. 
45 Entrevistas de Crisis Group, líder comunitario, Quibdó, 13 de marzo de 2019; representante 
de una organización internacional, Quibdó, 14 de marzo de 2019; líderes indígenas, Quibdó, 13 
de marzo de 2019. 
46 Entrevista de Crisis Group, funcionario eclesiástico, Riosucio, Chocó, 24 de octubre de 2018. 
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locales y está involucrada en el menudeo de drogas, mientras que los Locales expor-
tan drogas desde el puerto en lanchas rápidas, llevan a cabo sofisticadas tramas de 
extorsión que aumentan los precios de los artículos esenciales, y resuelven disputas 
locales47. Los Locales y la Empresa pactaron un acuerdo de no agresión en 2015, me-
diante el cual cada parte acordaba respetar el territorio y los negocios ilegales de la 
otra. Las luchas internas entre facciones de los Locales supuestamente están detrás 
de un reciente ataque en el que tres jóvenes perdieron la vida, y de enfrentamientos 
armados en noviembre de 2018, en un episodio al que los residentes urbanos se refie-
ren como “la purga”48. Recientemente, la violencia ha vuelto a aumentar en Buenaven-
tura, aunque los motivos de este súbito aumento no están claros49. 

Un personaje importante recién llegado a la zona del Pacífico es alias Contador, 
un narcotraficante afincado en la localidad de Llorente, en Tumaco. Recientemente 
se ha unido a Mario Lata, exmiembro del grupo narcotraficante Los Rastrojos y de 
las FARC, que fue excarcelado en abril de 2018 tras la prescripción de los cargos que se 
le imputaban50. Lata volvió a Tumaco, donde comenzó a afianzar su posición en el 
narcotráfico y establecer acuerdos de colaboración, y a mediados de 2018 convenció 
al comandante local de las Guerrillas Unidas alias Arete de romper filas con las GUP 
y unirse a él51. Financiados por el cartel mexicano de Sinaloa, Contador y Mario Lata 
comenzaron a luchar contra Guacho en su bastión rural de Tumaco52. Su agresivo 
expansionismo desencadenó combates, homicidios y desplazamientos en Tumaco, 
aunque recientemente han intentado expandirse hacia el norte53. Supuestamente, la 
mayoría de los soldados rasos del grupo son menores de edad54. 

 
 
47 Entrevista de Crisis Group, funcionario del gobierno, Buenaventura, 18 de febrero de 2019. “Aler-
ta Temprana N 007-19”, Defensoría del Pueblo, 23 de enero de 2019. Entrevista de Crisis Group, 
líder comunitario, Buenaventura, 19 de febrero de 2019. 
48 Tatiana Duque, “La ruptura del pacto criminal que asusta a Buenaventura”, op. cit. Entrevista de 
Crisis Group, funcionario del gobierno, Buenaventura, 18 de febrero de 2019. 
49 Entrevista de Crisis Group, experto en seguridad, Bogotá, 28 de junio de 2019. 
50 Informe de inteligencia de la policía colombiana, 4 de octubre de 2018. También se lo conoce 
como Barrera. 
51 Entrevista de Crisis Group, líderes comunitarios, Tumaco, 22 y 26 de septiembre de 2018.  
52 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, funcionarios eclesiásticos y representantes de 
organizaciones internacionales, Tumaco, 25 y 30 de septiembre de 2018. 
53 Entrevista de Crisis Group, narcotraficante, Tumaco, 25 de junio de 2019. 
54 Entrevista de Crisis Group, líder comunitario, Tumaco, 9 de abril de 2019. 
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III. La vida en los grupos armados  

Desde su llegada entre mediados y finales de los años 80, las guerrillas, los paramili-
tares y los narcotraficantes han convertido la costa pacífica de Colombia en un cen-
tro de operaciones. Han aprovechado y ampliado las actividades ilegales existentes, 
abusado de la vulnerabilidad y el aislamiento de las comunidades, y pujado por el 
control de facto del territorio. Los enfrentamientos resultantes han tenido graves 
efectos humanitarios y han amenazado el sustento de las comunidades indígenas y 
afrocolombianas. 

A. Economías ilegales  

Todos los grupos armados se benefician de los negocios ilegales. Estas actividades 
influyen en los niveles de violencia en toda la región: en la última década, allí donde 
ha habido más coca, ha habido más desplazamiento forzado; sin embargo, la rela-
ción de los homicidios con el cultivo de coca es menos evidente55. El narcotráfico, 
la minería de oro ilegal y la extorsión constituyen los pilares de los negocios ile-
gales. Los dos primeros proporcionan medios de vida a muchos de los habitantes de 
la zona, lo que refuerza su dependencia de los grupos armados y dificulta su relación 
con el Estado. 

A lo largo de la costa del Pacífico existen todos los niveles del narcotráfico. En 
la región se cultivó la mayor cantidad de coca, con algo más de 62 000 hectáreas cul-
tivadas (de un total de 169 000 en todo el país) registradas por la ONU en 2018. En 
el Cauca y Nariño, ciertos espacios geográficos cerrados contienen todos los elemen-
tos del narcotráfico, desde cultivos hasta el envío internacional de cargamentos de 
cocaína. Tumaco contiene la mayor área de cultivo de coca de cualquier municipio 
de Colombia (19 500 hectáreas en 2017), además de laboratorios de procesamiento y 
rutas marítimas hacia los mercados internacionales56. El Tambo en el Cauca es el 
cuarto municipio con la mayor producción de coca del país, con algo más de 6 600 
hectáreas57. Los traficantes transportan la cocaína desde allí hacia el extranjero a 
través de los tres municipios costeros del Cauca58. En 2017 los cultivos de coca abar-
caron 4 600 hectáreas en El Charco y Barbacoas, en Nariño59. En el primero de es-
tos, las Guerrillas Unidas del Pacífico manejan laboratorios de cocaína y operaciones 
de narcotráfico hacia Centroamérica y México60. 

 
 
55 Véase anexos C,D,E,F adjuntos, basado en estadísticas del Programa de Derechos Humanos de la 
Vicepresidencia, Policía colombiana y UNODC. 
56 “Colombia: Monitoreo de territorios afectados por cultivos ilícitos 2018”, UNODC, agosto de 
2019, p. 11. Para cifras sobre cultivos de coca por municipio, véase “Colombia: Monitoreo de territorios 
afectados por cultivos ilícitos 2017”, UNODC, septiembre de 2018, p. 27. Entrevistas de Crisis Group, 
traficante de precursores químicos y oficial militar, Tumaco, 24 y 28 de septiembre de 2018. 
57 Ibid, p. 27. 
58 Entrevistas de Crisis Group, funcionarios eclesiásticos, Guapi y Timbiquí, 27 y 29 de enero de 
2019; defensor de los derechos humanos, Guapi, 28 de enero de 2019. “Incautan semisumergible 
que sería usado para llevar droga a Centroamérica”, Blu Radio, 10 de enero de 2019.  
59 “Colombia: Monitoreo de territorios afectados por cultivos ilícitos 2017”, op. cit., p. 27. 
60 Entrevistas de Crisis Group, traficante de precursores químicos, Tumaco, 24 de septiembre de 
2018; representante de una organización internacional, Tumaco, 1 de febrero de 2019. 
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La creciente presencia de los carteles mexicanos en Nariño, y en menor medida 
en el Cauca, con el fin de financiar la producción de drogas y supervisar su transporte, es 
un hecho más reciente. Su presencia no otorga a estos dos carteles, Sinaloa y Jalis-
co Nueva Generación, un mayor control sobre las estrategias de los grupos armados 
para imponer el control territorial61. Sin embargo, los recursos mexicanos han agra-
vado las rivalidades existentes entre grupos armados en Nariño. Guacho y su Frente 
Oliver Sinisterra recibieron fondos del Cartel de Sinaloa a cambio de permitir el 
libre paso de cargamentos de droga financiados por el cartel hacia el océano a través 
de territorios bajo su control. Su incapacidad de garantizar el desplazamiento seguro 
de dichos cargamentos, según fuentes de la zona, llevó al cartel a aumentar su apoyo 
financiero a Contador, quien se enfrentó a los dos grupos como parte de su plan de 
monopolizar el narcotráfico en la región62. 

Las Guerrillas Unidas del Pacífico supuestamente recibieron fondos del Cartel Ja-
lisco Nueva Generación, aunque se dice que el Cartel de Sinaloa también financia al 
grupo indirectamente63. En partes del Cauca, en especial Argelia, El Tambo y Timbiquí, 
los residentes también han denunciado la presencia de civiles mexicanos que traba-
jan para el narcotráfico64. Recientemente, diez centroamericanos y un mexicano fue-
ron arrestados en López de Micay, supuestamente por traficar armas y drogas65. 

Los lugares de producción de drogas y las rutas del tráfico a menudo tienen nive-
les elevados de violencia debido a las disputas de los grupos armados, aunque exis-
ten excepciones a este patrón. Se ha desatado el combate por los ríos Mira, Rosario 
y Mejicano en Tumaco, y por toda la propia ciudad costera, que sirve como punto de 
partida de los cargamentos de droga66. Los frecuentes enfrentamientos armados en 
Riosucio, en el norte del Chocó, también derivan del uso del área como punto de par-
tida de la droga hacia los océanos Atlántico y Pacífico67. El río Naya, que divide las 
provincias del Cauca y Valle del Cauca, es otra codiciada ruta del narcotráfico donde 
la violencia es endémica. Sin embargo, los ríos Sanquianga y Patía en Nariño, y los 
ríos Sajia y San Juan de Micay en el Cauca, conectan áreas de cultivo de coca con el 
océano y son zonas codiciadas por grupos armados, pero no sufren los mismos nive-
les de violencia, a menudo debido a acuerdos entre los grupos armados. Varias tre-

 
 
61 Natalia Arbeláez Jaramillo, ““Guacho no sigue las directrices del Cartel de Sinaloa””, 27 de abril 
de 2018. Entrevista de Crisis Group, defensor de los derechos humanos, Tumaco, 26 de septiembre 
de 2018; representante de una organización internacional, Tumaco, 1 de febrero de 2019. 
62 Entrevista de Crisis Group, representantes de una organización internacional, Tumaco, 25 de 
septiembre de 2018; oficial militar, Tumaco, 28 de septiembre de 2018; funcionario de inteligencia, 
Tumaco, 5 de mayo de 2019. 
63 Entrevistas de Crisis Group, funcionario eclesiástico y líder comunitario, Tumaco, 30 de sep-
tiembre de 2018. Juan Carlos Garzón y Andrés Cajiao, “Narcotraficantes mexicanos en Colombia”, 
Razón Pública, 20 de enero de 2019.  
64 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, El Plateado, Cauca, 9 de mayo de 2018; líderes 
comunitarios, Timbiquí, Cauca, 29 de enero de 2019. 
65 “Caen en Cauca 11 extranjeros que serían de carteles en Centroamérica”, El Tiempo, 26 de abril de 2019. 
66 Entrevista de Crisis Group, narcotraficante, Tumaco, 23 de junio de 2019. 
67 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Riosucio y Carmen del Darién, 24 y 25 de oc-
tubre de 2018; funcionario eclesiástico, Riosucio, 24 de octubre de 2018; defensor de los derechos 
humanos, Apartadó 22 de octubre de 2018. 
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guas recientes en Tumaco y Buenaventura han demostrado además que numerosos 
grupos armados pueden manejar el narcotráfico sin recurrir a la violencia. 

La minería de oro ilegal es otra importante fuente de financiamiento para los gru-
pos armados y de sustento para la población local. En Iscuandé y Barbacoas en Nari-
ño, Timbiquí y Guapi en Cauca, y el sur del Chocó, la minería de oro sustenta a 
comunidades enteras. Los grupos armados rara vez se involucran directamente en la 
minería, sino que obligan a los forasteros dueños de la maquinaria empleada para 
extraer oro a pagar dinero por protección (dichos forasteros también suelen pagar a 
los propietarios de las tierras)68. Hay extranjeros, en especial brasileños, involucra-
dos en la minería ilegal en Chocó, y las autoridades arrestaron a dos iraníes acusados 
de minería ilegal a principios de 201969. 

Tanto el narcotráfico como la minería de oro ilegal dependen no solo del con-
sentimiento de la población local, sino también de su participación activa. Algunas 
localidades reciben pagos regulares de los dueños de grandes operaciones mineras 
ilegales para compensar por los daños ambientales o persuadirlos de que hagan la 
vista gorda70. Los cultivadores de coca, así como los jóvenes que realizan los viajes 
en lancha rápida a Centroamérica, reciben grandes sumas por su pequeña participa-
ción en el narcotráfico. Cuando estos negocios ilegales sufren, también lo hacen las 
economías locales y los medios de vida de las personas71. 

La gran afluencia de estos recursos hacia las comunidades tiende a legitimar los 
negocios criminales a la vez que perjudica las prácticas tradicionales afrocolombia-
nas e indígenas72. El acceso a grandes cantidades de efectivo otorga estatus social y es-
tilos de vida relativamente opulentos, lo que significa que pueden adquirir teléfonos 
celulares, ropa más cara, alcohol y armas. Algunos gastan a lo grande: “Se de gente 
que han viajado a Cali solo para almorzar… Eso requiere un vuelo chárter, y puede 
costar seis o incluso siete millones de pesos [entre $2 000 y $2 300 dólares] ¡solo 
para almorzar!” dijo un cura en referencia a los nuevos ricos de la minería73. Varios 
testigos coincidieron en que, independientemente de la fuente de sus ingresos, al po-
co tiempo estas mismas personas vuelven al punto de partida. 

La extorsión es otra importante fuente de ingresos. Tanto los Gaitanistas como el 
ELN en el Chocó “cobran impuestos” sobre las actividades económicas en las zonas ba-

 
 
68 Entrevistas de Crisis Group, funcionario del gobierno, Iscuandé, 30 de enero de 2019; funciona-
rio del gobierno, Timbiquí, 29 de enero de 2019; líder comunitario, Guapi, 28 de enero de 2018. 
69 “Identifican a dos iraníes, ‘zares’ del oro ilegal en el Chocó”, El Tiempo, 28 de enero de 2019. En-
trevista de Crisis Group, representante de la comunidad internacional, Quibdó, 14 de marzo de 
2019; líder comunitario, Quibdó, 13 de marzo de 2019. “Los brasileños detrás de la explotación ile-
gal de oro en Colombia”, Semana, 3 de abril de 2017.  
70 Entrevistas de Crisis Group, funcionario eclesiástico, Timbiquí, 29 de enero de 2019; defensor de 
los derechos humanos, Guapi, 28 de enero de 2019. 
71 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Tumaco, 25 y 30 de septiembre de 2018; fun-
cionario del gobierno, Buenaventura, 18 de febrero de 2019; trabajo de campo de Crisis Group, Tu-
maco, 3 y 4 de febrero de 2019; funcionario del gobierno, Iscuandé, 30 de enero de 2019; líder ecle-
siástico, Timbiquí, 29 de enero de 2019. 
72 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Tumaco, 22, 24 y 26 de septiembre de 2018; 
líder indígena, Carmen del Darién, 25 de octubre de 2018.  
73 Entrevista de Crisis Group, funcionario eclesiástico, Timbiquí, 29 de enero de 2019.  



Tranquilizar el Pacífico tormentoso: violencia y gobernanza en la costa de Colombia  

Informe de Crisis Group sobre América Latina N°76, 8 de agosto de 2019 Página 15 

 

 

 

 

 

jo su control74. Los disidentes de las FARC han hecho lo mismo en Tumaco y las zo-
nas rurales de Nariño, aunque estos grupos abandonaron la práctica como parte de 
su anterior tregua75. La extorsión de los Locales en Buenaventura es especialmente 
sofisticada, y aparentemente es responsable del elevado costo de los productos bási-
cos en una de las ciudades más pobres de Colombia. El grupo crea un “monopolio” 
en el cual solo permite que haya un proveedor de determinado producto básico, en 
especial alimentos. El proveedor paga al grupo según la cantidad que trae a la ciudad. 
Si un nuevo proveedor intenta meterse, el grupo confisca el producto, amenaza al nuevo 
participante y le impide operar en la ciudad, permitiendo a los proveedores autoriza-
dos subir los precios. Supuestamente es suficientemente sofisticado para dar luz verde 
a un proveedor para suministrar tocineta y permitir a otro traer chuletas de cerdo76. 

B. La batalla por el poder  

Los grupos armados ejercen una autoridad política considerable sobre las comuni-
dades. Muchas personas desconfían de sus ofertas de protección, pero el apoyo de 
tan solo una fracción de la población local puede ser suficiente para permitir a un 
grupo obtener el control. Dentro de las comunidades, quienes aceptan al grupo pue-
den suministrar información, mientras que la amenaza de violencia obliga a obe-
decer a quienes preferirían resistir. Los grupos armados a menudo resuelven las 
disputas dentro de las comunidades y ejercen su propio estilo de justicia, creando un 
“orden” basado principalmente, aunque no exclusivamente, en la coerción. Su papel 
en la defensa de las economías ilegales genera una relación de dependencia entre 
ellos y partes de la población.  

Los grupos armados aprovechan la política nacional e internacional en sus inten-
tos de obtener apoyo popular. Las Guerrillas Unidas del Pacífico, disidentes de las 
FARC, afirman que defenderán a la población local contra las fuerzas paramilitares 
que según ellas lidera el gobierno del presidente Duque77. El grupo disidente Gente 
del Orden denuncia la corrupción del Estado y el incumplimiento de sus promesas78. 
Según el ELN, su papel es resistirse a los intereses de las multinacionales y los pa-
ramilitares79.  

Estos mismos grupos también dicen proteger a las comunidades ante rivales ex-
ternos o el Estado. Los disidentes de las FARC insisten que están allí para proteger 
los barrios, y tienden a no asesinar a nadie de la zona que controlan80. Recientemen-
te, los disidentes en Tumaco y sus alrededores han comenzado a decir que protegen 

 
 
74 Video enviado a Crisis Group, Comandante Uriel, 6 de julio de 2018.  
75 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Tumaco, 25 y 26 de septiembre de 2018. 
76 Entrevista de Crisis Group, funcionario del gobierno, Buenaventura, 18 de febrero de 2019; “Aler-
ta Temprana N°007-19”, Procuraduría, 23 de enero de 2019. 
77 Trabajo de campo de Crisis Group, zona rural de Tumaco, 23 de septiembre de 2018; entrevista 
de Crisis Group, madre de alias David, Tumaco, 29 de septiembre de 2018; comandante de rango 
medio de las GUP, 28 de septiembre de 2018. 
78 Trabajo de campo de Crisis Group, Tumaco, 1 de febrero de 2019. 
79 “Acuerdo social y humanitario para el Chocó”, Frente de Guerra Occidental, ELN, 7 de junio de 2018. 
80 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Tumaco, 22, 24, 25, 26, y 28 de septiembre 
 de 2018.  
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a la población local de los paramilitares, en referencia a Contador81. En el Chocó, el 
ELN afirma que protege a las comunidades de los Gaitanistas; por su parte, los 
Gaitanistas dicen que los protegen del ELN82. 

Regular y proteger los negocios ilegales también otorga a los grupos armados 
poder sobre las poblaciones locales, especialmente allí donde reina la actividad cri-
minal. En respuesta a la pregunta de qué harían las comunidades si el gobierno co-
menzara a erradicar forzosamente su coca, un líder comunitario en Tumaco afirmó que 
la gente “buscaría la protección de Guacho”83. En Timbiquí, los grupos armados han 
obtenido el apoyo de algunas comunidades regulando los días y horas de trabajo en 
las minas y protegiendo la minería ilegal84. 

Por toda la región, los grupos armados resuelven disputas locales impartiendo 
una justicia básica y sumaria. También usan la violencia para imponer una serie de 
reglas, buscando mantener algún tipo de orden85. A pesar de la fluidez del conflicto 
entre el ELN y los Gaitanistas en el Chocó, ambos grupos resuelven disputas a pedi-
do de algunos habitantes86. Los grupos armados en las zonas urbanas de Tumaco 
hacen lo mismo. En un caso denunciado, las Guerrillas Unidas pusieron fin a una se-
rie de peleas entre muchachas jóvenes en un barrio donde la policía había sido in-
capaz de hacerlo87. A lo largo de la costa pacífica de Nariño, los grupos armados im-
ponen “su propia ley”, en palabras de un entrevistado88. 

Al mismo tiempo, imponer su propio orden tiene un elevado costo. Los grupos 
armados ilegales han asesinado a numerosos líderes sociales y activistas de los 
derechos humanos a lo largo de la costa, aumentando la cifra de líderes y activistas 
asesinados por todo el país que constituye uno de los más graves problemas de seguri-
dad en Colombia tras el acuerdo de paz de 201689. Muchos de estos líderes están ex-
 
 
81 Entrevista de Crisis Group, narcotraficante, Tumaco, 23 de junio de 2019. 
82 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Riosucio, 24 de octubre de 2018; defensor de 
los derechos humanos, Apartadó, 22 de octubre de 2018. Sin embargo, la voluntad de algunos habi-
tantes de permitir que las guerrillas los protejan de los Gaitanistas ha mermado recientemente de-
bido a la violencia del ELN. Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Riosucio, 24 de octu-
bre de 2018; trabajador humanitario, Quibdó, 14 de marzo de 2019. 
83 Entrevista de Crisis Group, líder comunitario, Tumaco, 22 de septiembre de 2018. 
84 Entrevista de Crisis Group, funcionario eclesiástico, Timbiquí, 29 de enero de 2019. 
85 Tanto en la zona rural de Nariño como en Buenaventura, los grupos armados imponen normas, 
entre otras contra los habitantes desobedientes que causan problemas en las aldeas. Entrevistas de 
Crisis Group, funcionario del gobierno, Iscuandé, 30 de enero de 2019; funcionario del gobierno, El 
Charco, 30 de enero de 2019. Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Buenaventura, 19 y 
20 de febrero de 2019. 
86 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Riosucio, 24 de octubre de 2018; líder comuni-
tario, Carmen del Darién, 25 de octubre de 2018.  
87 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, 24, 25 y 26 de septiembre de 2018. 
88 Entrevista de Crisis Group, funcionario eclesiástico, El Charco, 30 de enero de 2019. 
89 Según el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 110 activistas de 
los derechos humanos fueron asesinados en 2018. “Informe del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de derechos humanos y derecho internacio-
nal en Colombia”, Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 4 de fe-
brero de 2019. La Defensoría del Pueblo denunció el asesinato de 431 líderes entre 2016 y 2018, in-
cluídos 182 en 2018. Algunas de las áreas con el mayor número de asesinatos fueron el norte de 
Cauca, Antioquia y Tumaco. “Defensoría hará seguimiento a acciones para frenar muerte de líde-
res”, El Tiempo, 10 de enero de 2019. 
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puestos a represalias violentas y se ven obligados a llevar a cabo su activismo bajo la 
vigilancia de los grupos armados. La protección estatal, que puede incluir la provi-
sión de guardaespaldas, vehículos blindados y chalecos antibalas, suele ser insufi-
ciente para disuadir a los grupos armados y otros actores que desean amenazar o in-
fluenciar a los líderes, en parte debido al respeto y la legitimidad con los que cuentan 
en sus comunidades.  

Por último, los grupos armados ilegales influyen directamente sobre la sociedad 
civil, en especial los Consejos Comunitarios Afrocolombianos o los resguardos indí-
genas. Dado que los grupos operan en territorios que pertenecen y son liderados por 
grupos étnicos, pueden impedir a los líderes locales ingresar a estos territorios, debi-
litando su autoridad. Los grupos pueden además desplazar a comunidades enteras, 
como en el norte del Chocó, lo que significa que las organizaciones étnicas ni si-
quiera pueden funcionar en el territorio donde tienen derecho a gobernar90. Con su 
propia justicia de mano dura, los grupos armados debilitan la capacidad de dichas 
organizaciones de resolver disputas y funcionar como autoridades legítimas en sus 
propias comunidades91. 

C. Efectos humanitarios  

Los grupos armados a lo largo del Pacífico son responsables de homicidios, enfren-
tamientos y desplazamientos forzados, especialmente en Chocó y Nariño. La vio-
lencia en la región tiende a afectar a las mujeres y los hombres de manera diferen-
ciada. La violencia sexual es endémica, aunque los grupos armados no siempre son 
los responsables. 

Los grupos armados han desarraigado a comunidades de manera sistemática, lo 
que ha debilitado a los organismos civiles que ejercen algún tipo de gobierno autóno-
mo92. Poco después de la creación por ley de los Consejos Comunitarios en 1993, los 
paramilitares comenzaron a apuntar a las comunidades en el norte del Chocó, des-
plazándolas en numerosas ocasiones a lo largo de los últimos 25 años. Uno sus obje-
tivos era permitir el cultivo a gran escala de la palma africana, reduciendo la autori-
dad real de las comunidades afrocolombianas sobre su territorio93. Los niveles de 
desplazamiento en el Chocó se han mantenido estables a lo largo de las dos últimas 
décadas, excepto en 2018, cuando hubo un marcado descenso debido en parte al 
confinamiento forzado de las comunidades por parte de los grupos armados. En 
2003, el combate desplazó a algo más de 15 000 personas en el departamento, y a otras 

 
 
90 Entrevistas de Crisis Group, funcionarios eclesiásticos, Apartadó, 21 de octubre de 2018 y Riosu-
cio, 24 de octubre de 2018; líderes comunitarios, Riosucio, 26 de octubre de 2018. 
91 Entrevistas de Crisis Group, Riosucio, 24 de octubre de 2018; Carmen del Darién, 25 de octubre 
de 2018. 
92 Entrevistas de Crisis Group, trabajador humanitario y funcionario eclesiástico, Apartadó 22 y 
23 de octubre de 2018; líderes comunitarios, Buenaventura, 18 y 19 de febrero de 2019; líderes co-
munitarios, Tumaco, 15 de mayo de 2017. 
93 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Riosucio, 26 de octubre de 2018; defensor de 
los derechos humanos, trabajador humanitario y funcionario eclesiástico, Apartadó, 22 y 23 de oc-
tubre de 2018. Ulrich Oslender, “Violence in development: the logic of forced displacement on Co-
lombia's Pacific coast”, Development in Practice, Vol. 17, No. 6 (2007), 752-764.  
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15 000 en 201794. Desde 2012, cuando comenzaron los enfrentamientos entre las gue-
rrillas y los narcotraficantes, la violencia ha obligado a decenas de miles de personas 
a huir de sus hogares95. Para fines de 2018, en Riosucio, a lo largo de la frontera 
con Panamá, todas las comunidades afrocolombianas habían huido de la violencia 
entre el ELN y los Gaitanistas96. 

Los desplazamientos masivos también han afectado a los indígenas, que suman 
unos 54 000 en el Chocó97. Los enfrentamientos entre el ELN y los Gaitanistas en el 
Bajo Baudó desplazaron a casi 1 150 indígenas en 201898. A finales de 2018, los gru-
pos indígenas del norte del Chocó marcharon a Bogotá para protestar contra las 
condiciones en las que el desplazamiento les había obligado a vivir99. Las pujas por 
el territorio entre grupos armados también han seguido desplazando a personas en 
Nariño desde la firma del acuerdo de paz con las FARC. Los enfrentamientos entre 
las Guerrillas Unidas del Pacífico y el Frente Oliver Sinisterra resultaron en el des-
plazamiento de más de 400 personas en El Charco en 2018100. El combate abierto en-
tre las Guerrillas Unidas y un grupo disidente liderado por Mario Lata desplazó a ca-
si 650 personas en la zona urbana de Tumaco en julio de 2018, mientras que a prin-
cipios de 2019 los enfrentamientos entre Contador y el Frente Oliver Sinisterra en 
las zonas rurales de Tumaco forzaron a 700 personas a huir de sus hogares. 

Cada vez más, los grupos armados someten a las comunidades al confinamiento 
forzado. En agosto de 2018, la ONU advirtió que 4 000 indígenas estaban atrapados 
en el norte de Chocó debido a la restricción de movilidad impuesta por actores ar-
mados y el uso de minas por parte del ELN101. El confinamiento de comunidades 
indígenas en Carmen del Darién, en el Chocó, en marzo de 2019, resultó en la muerte 
por inanición de cinco bebés, ya que debido a los enfrentamientos entre grupos arma-
dos, los habitantes no podían cosechar o comprar alimentos102. 
 
 
94 Estadísticas sobre desplazamiento disponibles en la Unidad para las Víctimas. “Desplazamiento 
– Personas”, a 1 de enero de 2019. 
95 William Spindler, “Aumenta el desplazamiento forzado en el departamento del Chocó, en el oeste 
de Colombia”, ACNUR, 13 de mayo de 2016. Laura Silva, “Chocó, el triste título del rey del despla-
zamiento”, La Silla Vacía, 8 de marzo de 2017. “Informe De Desplazamientos Masivos 2018”, AC-
NUR, n.d. 
96 Entrevistas de Crisis Group funcionario eclesiástico, Riosucio, 24 de octubre de 2018; líderes 
comunitarios, Riosucio, 24 de octubre de 2018. 
97 “La visibilización estadística de los grupos étnicos colombianos”, DANE, n.d.  
98 “Flash Update No. 2 – Desplazamiento masivo en Bajo Baudó (Chocó)”, Oficina de Coordinación 
de Asuntos Humanitarios, 22 de mayo de 2018. “Flash Update No. 2 – Desplazamiento masivo y 
confinamiento en Bajo Baudó (Chocó)”, Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios, 15 de 
diciembre de 2018. 
99 “500 indígenas Embera Dóbida, Katío y Wounaan llegan a Bogotá en Minga por la Vida”, ONIC, 
11 de noviembre de 2018.  
100 Tatiana Duque, “El desplazamiento en El Charco muestra por qué el posconflicto no llega a Na-
riño”, La Silla Vacía, 4 de septiembre de 2018.  
101 “El drama de 3.700 indígenas en riesgo de desplazamiento forzado en el Chocó”, Semana, 17 de 
agosto de 2018. 
102 “Aumentó a cinco el número de niños muertos por confinamiento en Chocó”, RCN Radio, 13 de 
marzo de 2019. Varias partes de la costa de Nariño y la zona rural de Buenaventura se enfrentan a 
los mismos riesgos. Entrevistas de Crisis Group, líder comunitario, Buenaventura, 18 de febrero de 
2019; funcionario del gobierno, Iscuandé, 30 de enero de 2019; trabajo de campo de Crisis Group, 
Tumaco, 3 de febrero de 2019. 
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Las mujeres y las niñas de la región son a la vez beneficiarias y víctimas de los 
grupos armados. La gran mayoría de los miembros de grupos armados son hombres, y 
si bien las mujeres rara vez son responsables directas de la violencia a lo largo de la 
costa del Pacífico, el ELN en el Chocó tiene una importante comandante mujer, Pao-
la, así como varias combatientes mujeres. Algunas niñas en Buenaventura llevan a 
cabo tareas menores para los Locales, como almacenar armas o proporcionar in-
formación; algunas niñas en Tumaco buscan convertirse en novias de comandantes 
con la esperanza de obtener estatus social, ropa o teléfonos celulares103. 

También hay numerosos casos de violencia sexual contra mujeres y niñas. Según 
Médicos Sin Fronteras, el dos por ciento de las mujeres en la ciudad solicitaron ayuda 
por violencia sexual entre 2014 y 2018, pero los trabajadores humanitarios conside-
ran que esta cifra es “la punta del iceberg”104. Señalan que la violencia sexual y la 
prostitución, incluso de niñas, a menudo están relacionadas con la búsqueda coti-
diana de dinero y alimento. En Tumaco y Buenaventura, los responsables pueden 
ser miembros de grupos armados, aunque a menudo se trata de familiares o veci-
nos que usan la amenaza de muerte o asalto, o aprovechan sus conexiones con los 
grupos armados, para violar a mujeres105. Fuentes en el norte del Chocó señalaron 
que los miembros del ELN, y especialmente los Gaitanistas, presionan a las mujeres 
para que tengan relaciones sexuales con ellos106. 

 
 
103 Entrevistas de Crisis Group, funcionario del gobierno y líderes comunitarios, Buenaventura, 18 y 
19 de febrero de 2019. Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Tumaco, 24, 25 y 26 de 
septiembre de 2018. 
104 Entrevistas de Crisis Group, trabajadores humanitarios, 3 de marzo de 2018. 
105 Entrevistas de Crisis Group, trabajadores humanitarios, 3 de marzo de 2018; líder comunitario, 
Buenaventura, 19 de febrero de 2019. Médicos sin Fronteras, “Tumaco: Actividades en Salud Men-
tal, Violencia Sexual e IVE”, n.d. 
106 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Riosucio, 24 y 26 de octubre de 2018; Carmen 
del Darién, 25 de octubre de 2018. 



Tranquilizar el Pacífico tormentoso: violencia y gobernanza en la costa de Colombia  

Informe de Crisis Group sobre América Latina N°76, 8 de agosto de 2019 Página 20 

 

 

 

 

 

IV. Las raíces de los males del Pacífico  

Los grupos armados explotan las condiciones políticas y económicas a lo largo de la 
costa del Pacífico para obtener el control107. La extrema pobreza y desigualdad, un 
Estado central cuyo principal interés ha sido beneficiarse de los recursos de la región 
y garantizar el fácil acceso al comercio global, y la fragilidad de la autoridad política 
son elementos fundamentales a la hora de entender la expansión de estos grupos. 
Estas condiciones también han impulsado el crecimiento de las economías ilegales, 
de las cuales dependen el sustento de las poblaciones locales y el poder y las ganan-
cias de los grupos armados. 

A. Una historia de esclavitud  

Los legados del dominio colonial arrojan una larga sombra sobre el Pacífico con-
temporáneo. Los afrocolombianos, cuyos antepasados fueron traídos a la región 
como esclavos, o bien llegaron huyendo de la esclavitud, conforman el 90 por ciento de 
la población108. El análisis estadístico muestra que los actuales niveles particular-
mente elevados de pobreza en la región del Pacífico se remontan a la presencia his-
tórica de comunidades de esclavos. Aquellos municipios que estuvieron bajo el do-
minio colonial español y en los cuales vivían esclavos, por lo general dedicados a la 
minería de oro, son más pobres que las áreas vecinas sin esclavos109. Estos arrai-
gados niveles de pobreza se deben en parte a la atrofia en el desarrollo de las institu-
ciones estatales en toda la región. Ya sea bajo dominio español o después de la inde-
pendencia, el Estado central no alimentó el capital humano ni mejoró el bienestar 
material de la población local, ni tampoco se esforzó por fomentar el crecimiento 
económico en una región que consideraban habitada por esclavos y afrocolombia-
nos, y en la cual no vivían porque el clima era demasiado duro110. 

Esta falta de desarrollo institucional transformó la costa pacífica de Colombia 
en la región más pobre del país. Chocó es el departamento más pobre, además del 
más desigual. Allí, las tasas de pobreza del 59 por ciento – comparado con el 27 por 
ciento a nivel nacional – han descendido en casi un 15 por ciento en los últimos diez 
años. Pero su coeficiente de Gini, que mide la desigualdad, se ha mantenido constan-
te en torno al 0,57 por ciento, considerablemente más elevado que el promedio na-

 
 
107 I. William Zartman, “Need, Creed and Greed in Intrastate Conflict”, en Cynthia J. Arnson y I. 
William Zartman (eds.), Rethinking the Economics of War (Baltimore, 2005), p. 266.  
108 “Problemática humanitaria en la región pacífica colombiana”, op. cit. 
109 Daron Acemoglu, Camilo García-Jimeno y James A. Robinson, “Finding Eldorado: Slavery and 
long-run development in Colombia”, Journal of Comparative Economics Vol. 40, No. 4 (2012), pp. 
534-564. 
110 Ibid. Jaime Bonet, “¿Por qué es pobre Chocó?”, en Joaquín Viloria de la Hoz (ed.) Economías del 
Pacífico Colombiano (Cartagena, 2008). Luis Armando Galvis-Aponte, Lina Marcela Moyano-
Támara y Carlos Alberto Alba-Fajardo, “La persistencia de la pobreza en el Pacífico colombiano y sus 
factores asociados”, Banco de la República, junio de 2016. En 1843, menos de una década antes de la 
plena abolición de la esclavitud en Colombia, los esclavos conformaban el 5,5 por ciento de la pobla-
ción. Departamento Administrativo Nacional de Estadística, “Estadísticas históricas”, n.d., pp. 70 – 71. 
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cional del 0,51 por ciento111. A lo largo de la costa pacífica del Cauca y Nariño, las tasas 
de necesidades básicas insatisfechas superan en promedio el 70 por ciento, según los 
datos más recientes112. 

Los niveles de educación también están entre los más bajos del país. La oferta y el 
acceso a escuelas y universidades son limitados, y su calidad tiende a ser baja. Las 
tasas de analfabetismo son elevadas: en las zonas rurales del Chocó llegan a su-
perar el 30 por ciento, mientras que tan solo cuatro de los 44 municipios de la re-
gión del Pacífico tienen tasas de alfabetismo rural por encima del promedio nacio-
nal113. Un oficial naval que participó en operaciones contra Guacho se mostró sor-
prendido cuando supo que en las escuelas rurales de Nariño un mismo maestro da 
clase a numerosos grados, con todos los niños mezclados en la misma sala114. Para 
aquellos estudiantes que se gradúan – en la mayoría de las escuelas rurales es impo-
sible completar la educación secundaria, ya que las clases solo llegan hasta el octavo 
o noveno grado de once – asistir la universidad a menudo es impensable. Tan solo el 
1 por ciento de los estudiantes de la región logran continuar los estudios después de 
la secundaria, y solo el 0,4 por ciento asiste a la universidad, mientras que el resto 
cursa estudios técnicos o formación profesional115. Esto no quiere decir que no 
deseen cursar estudios superiores: la sede de la Universidad Nacional de Colombia en 
Tumaco recibe el tercer mayor número de solicitudes de ingreso del país, después de 
Bogotá y Medellín116. 

Esta mezcla de pobreza, desigualdad y falta de oportunidades educativas y labo-
rales ha llevado a muchos habitantes a participar en el narcotráfico y la minería de 
oro ilegal. En los barrios pobres de Tumaco y Buenaventura y en las zonas rurales de 
Nariño y el Cauca, el narcotráfico proporciona ingresos y medios de vida que de otro 
modo serían inaccesibles para los habitantes. Un traficante de precursores químicos 
observó que puede ganar hasta $700 dólares al mes, un monto muy superior al in-
greso promedio en la región117. La minería de oro ilegal es una importante fuente de 
ingresos para numerosas comunidades rurales de la región que buscan sobrevivir día 

 
 
111 DANE, “Pobreza Monetaria Chocó”, 6 de abril de 2018. Según el Banco Mundial, Colombia es 
ahora el 16º país más desigual del mundo. Veáse https://data.worldbank.org/indicator/si.pov.gini. 
El coeficiente de Gini mide el nivel de dispersión de los ingresos en determinada área, donde 0 sig-
nifica equidad perfecta y 1 representa la inequidad más extrema, con todos los ingresos concentra-
dos en manos de una persona. 
112 Los datos más recientes sobre este municipio se remontan a 2005, mientras que los datos del 
censo más reciente aún están siendo consolidados a nivel municipal. DANE, “COLOMBIA. Necesi-
dades Básicas Insatisfechas - NBI, por total, cabecera y resto, según municipio y nacional. Resulta-
dos Censo General 2005”, 30 de junio de 2011.  
113 DANE, “4ta Entrega: anexos municipales”, 16 de marzo de 2016. 
114 Entrevista de Crisis Group, funcionario naval, Tumaco, 28 de septiembre de 2018.  
115 “Se confirma alianza Universidad de los Andes y W Radio para becar a jóvenes del Pacífico”, La W, 
16 de agosto de 2018. En Colombia, un total del 45,5 por ciento de los jóvenes entre 17 y 21 años reci-
ben algún tipo de educación secundaria; casi el 30 por ciento de los jóvenes entre 17 y 21 van a la uni-
versidad. Ministerio de Educación, “Estadísticas De Educación Superior”, 30 de mayo de 2018.  
116 “Tumaco, tercera ciudad del país con más aspirantes a la U.N.”, Agencia de Noticias UN, 1 de 
noviembre de 2018. 
117 Entrevista de Crisis Group, traficante de insumos químicos, Tumaco, 24 de septiembre de 2019. 
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a día o hacerse ricos118. Varios líderes comunitarios en Timbiquí señalaron que las 
personas trabajan en minas ilegales por “necesidad económica”119. Los dueños de las 
minas de oro ilegales en Chocó “se han aprovechado de la pobreza en la que viven las 
comunidades” para instalar sus operaciones en el departamento120. 

Por otro lado, los disidentes de las FARC en Tumaco dijeron que se sumaron a la 
violencia porque eran despreciados por ser negros y pobres. Como dijo uno de 
ellos, “si no tienes plata en mi barrio, no eres nada”. Otro señaló que, “más de uno de 
nosotros se unió al grupo solo para salir adelante, para comer, para vivir”. Añadió 
que su vida habría sido diferente si hubiera tenido un mayor acceso a la educación o 
el empleo121. 

B. Un modelo de desarrollo excluyente  

Si bien históricamente las autoridades coloniales y colombianas han considerado la 
región del Pacífico como una remota fuente de ingresos fáciles, recientemente 
también han reconocido su importancia estratégica para las rutas comerciales hacia 
mercados internacionales, incluido Asia122. El Estado ha mostrado un interés limita-
do en fomentar el desarrollo económico equitativo en la región, dejando que los ha-
bitantes generen ingresos y vivan de sus propias actividades económicas sin ayuda ni 
interferencia del Estado. Por el contrario, las élites políticas han priorizado equipar a 
la región con los medios para permitir la integración comercial de Colombia con 
otros países de la cuenca del Pacífico, sobre todo los países asiáticos y Chile, México 
y Perú del lado latinoamericano123. Recientemente, altos funcionarios han presenta-
do una serie de planes para la costa pacífica que incluyen el desarrollo local y refor-
mas para mejorar la competitividad internacional, pero no los medios de vida de la 
población. 

Tradicionalmente, ni los gobernantes coloniales ni el Estado colombiano han 
mostrado demasiado interés en crear instituciones sólidas en la zona ni en cuidar el 
bienestar de sus habitantes124. La economía extractiva del Pacífico ha demostrado 
ser resistente al cambio, especialmente en la región del Darién del Chocó, donde las 
empresas nacionales y extranjeras cultivan madera, o en Tumaco, donde los co-
lombianos de fuera de la región o los extranjeros han sido los principales beneficia-
 
 
118 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Quibdó, 13 de marzo de 2019; Tumaco, 2 de 
febrero de 2019; Timbiquí, 29 de enero de 2019. 
119 Entrevista de Crisis Group, líderes comunitarios, Timbiquí, 29 de enero de 2019. 
120 Entrevista telefónica de Crisis Group, líder comunitario, Quibdó, 25 de junio de 2019. 
121 Entrevistas de Crisis Group, combatientes disidentes de las FARC, Tumaco, 8 de abril 2019. 
122 Claudia Leal y Eduardo Restrepo, Unos bosques sembrados de aserríos. Historia de la extracción 
maderera en el Pacífico colombiano, (Medellín, 2003), pp. 1 – 37. Jaime Bonet, “’¿Por qué es pobre 
Chocó?”, en Joaquín Viloria de la Hoz (ed.) Economías del Pacífico Colombiano (Cartagena, 2008). 
123 Chile, México, Colombia y Perú formaron la Alianza del Pacífico en 2012 para construir “un área de 
integración profunda que permita avanzar hacia la libre circulación de bienes, servicios, capitales y 
personas” y para “impulsar un mayor crecimiento económico y desarrollo social de sus poblaciones…” 
Alianza del Pacífico, “Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico”, 6 de junio de 2012.  
124 En palabras de un historiador, “la característica constante ha sido la presencia de industrias ex-
tractivas con relaciones muy verticales [hacia la población local] y una élite económica apenas in-
teresada en desarrollar el capital social en la región”. Jaime Bonet, “’¿Por qué es pobre Chocó?”, op. 
cit., p. 22.  
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rios de varios auges económicos125. El gobierno actualmente está considerando con-
ceder varios títulos mineros en áreas que se solapan con territorios bajo la autoridad 
legal de poblaciones afrocolombianas, y el Estado promociona activamente el poten-
cial minero de la región, en especial la minería de oro126. Muchas comunidades re-
chazan lo que consideran un modelo extractivo de desarrollo que no las beneficia, y 
esto aumenta el repudio al Estado central y permite a los grupos armados como el 
ELN tratar de obtener la aprobación pública denunciando lo que califican como sa-
queo de los recursos naturales127. 

Existen mecanismos para proteger a las comunidades étnicas de los efectos de los 
proyectos de minería, en particular un proceso de consulta que se debe llevar a ca-
bo antes de otorgar la aprobación a un proyecto. Este proceso, no obstante, no otor-
ga derecho de veto a las comunidades. Por el contrario, las consultas buscan llegar a 
un acuerdo entre el Estado o empresas privadas y las comunidades para que los 
proyectos puedan ser implementados de manera aceptable para todas las partes. Si 
las comunidades y el Estado no llegan a un acuerdo, el Estado aun así puede seguir 
adelante con el proyecto. Las comunidades solo tienen derecho de veto en aquellos 
casos en los que los tribunales deciden que un proyecto implica la “aniquilación o 
desaparición” de un grupo étnico128. No obstante, muchos políticos y altos funciona-
rios consideran que estas consultas son perjudiciales para los intereses económicos 
nacionales y tratan de evitarlas, implementarlas a medias, y mantener la debilidad 
de las instituciones de supervisión. Las poblaciones  locales afirman que los procesos 
de consulta a menudo son corruptos y no consideran adecuadamente sus intereses129. 

Los entornos urbanos a lo largo del Pacífico también experimentan continuas 
tensiones entre las demandas económicas de la población local y las estrategias del 
Estado y los líderes empresariales para fomentar el crecimiento130. Buenaventura es-
tá conectada con los flujos comerciales globales, pero su desarrollo también muestra 
características típicas de las industrias extractivas. Se trata del principal puerto del 
país, a través del cual transitan el 60 por ciento de las importaciones y exportacio-
nes, y del cual el Estado colombiano recaudó unos $1,7 mil millones de dólares en 
impuestos en 2017131. Sin embargo, durante mucho tiempo las autoridades nacio-
 
 
125 Entrevistas de Crisis Group, funcionarios eclesiásticos, Apartadó, Antioquia, 22 de octubre de 
2018; Riosucio, Chocó, 24 de octubre de 2018. Alfredo Molano, De río en río (Bogotá, 2017). Clau-
dia Leal León, “Un puerto en la selva. Naturaleza y raza en la creación de la ciudad de Tumaco, 
1860-1940”, Historia Crítica, No. 30, julio-diciembre (2005), pp. 39-65. 
126 Este fenómeno se puede visualizar mediante la herramienta del gobierno SIGOT map tool. “Co-
lombia: Exploring Opportunities”, Agencia Nacional Minera, junio de 2018. 
127 ““Hay un desarrollo a costa de nosotros”: Francia Márquez”, La Silla Vacía, 3 de enero de 2019. 
Las guerrillas del ELN han empleado argumentos similares para justificar sus acciones armadas y 
su rechazo de las iniciativas humanitarias en Chocó. “Acuerdo Social y Humanitario para el Chocó”, 
Frente de Guerra Occidental, 8 de junio de 2018. 
128 Corte Constitucional de Colombia, “Sentencia T-129/11”, 3 de marzo de 2011. 
129 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Quibdó, 13 de marzo de 2019; Riosucio, Cho-
có, 24 de octubre de 2018; Bogotá, 22 de marzo de 2019; funcionarios eclesiásticos, Quibdó, 13 de 
marzo de 2019. ““Hay un desarrollo a costa de nosotros”: Francia Márquez”, La Silla Vacía, 3 de 
enero de 2019. 
130 Los consejos comunitarios no están presentes en zonas urbanas. 
131 “Conpes 3847”, Departamento Nacional de Planeación, 3 de noviembre de 2015, p. 19. “La triste 
paradoja del puerto de Buenaventura”, El Espectador, 10 de diciembre de 2017. 



Tranquilizar el Pacífico tormentoso: violencia y gobernanza en la costa de Colombia  

Informe de Crisis Group sobre América Latina N°76, 8 de agosto de 2019 Página 24 

 

 

 

 

 

nales han insistido en la mejora y expansión de las instalaciones portuarias por en-
cima del bienestar de los 400 000 habitantes predominantemente afrocolombia-
nos, lo que ha generado brotes de disturbios civiles y ha perpetuado las condiciones 
sociales que favorecen la expansión de los grupos armados. 

Los habitantes lograron cierta seguridad económica gracias a la afiliación sindical 
mientras el puerto era propiedad del Estado, pero desde su privatización en 1993 y la 
creación de la Sociedad Portuaria Regional de Buenaventura la ciudad ha experimen-
tado un declive económico acompañado de altísimos niveles de violencia. Tras la pri-
vatización, miles de empleados locales perdieron sus empleos, mientras que otros 
sufrieron una reducción salarial, lo que generó una crisis socioeconómica de la que el 
país aún no se ha recuperado132. Atraídos por el auge del narcotráfico en el puerto y 
sus alrededores, los grupos armados incluidas las fuerzas paramilitares y sus suceso-
res, así como las guerrillas, proporcionaron a la población local oportunidades, por 
medio de actividades ilegales para obtener estatus social o gozar de condiciones de 
vida decentes133. Cada vez que estos grupos han intentado ocupar la ciudad, la vio-
lencia se ha disparado, como lo hizo en 2007 y entre 2012 y 2014134. Los dos princi-
pales grupos de la ciudad llegaron a una tregua en 2015, lo que redujo los niveles de 
violencia. Varios asesinatos recientes en algunos barrios han suscitado preocupación 
ante el posible final de la tregua135. 

Las miserables condiciones de vida, la violencia y la distribución de impuestos 
provenientes de las actividades del puerto – el 95 por ciento de los cuales terminan 
en las arcas del Estado central – han provocado un fuerte malestar público. En 2017, 
varios agrupaciones de la sociedad civil lideraron una huelga de 22 días que paralizó 
la ciudad y el comercio hacia y desde el puerto136. Las negociaciones entre el Comité 
de Huelga Cívica y el gobierno nacional concluyeron con un pacto mediante el cual el 
gobierno acordaba invertir unos $3,5 mil millones de dólares en la ciudad a lo largo 
de la siguiente década mediante una serie de proyectos que serían acordados entre la 

 
 
132 “Buenaventura: Un puerto sin comunidad”, op. cit., p. 52. Para 2007, la tasa de desempleo en la 
ciudad era del 28 por ciento.“Inge Helena Valencia, Laura Silva Chica y Alejandro Moreno Moreno, 
“Violencia, desarrollo y despojo en Buenaventura”, Fescol, septiembre de 2016. En la actualidad, el 
83 por ciento del puerto está en manos privadas, fundamentalmente líderes empresariales de fuera 
de la ciudad y el país.  
133 “Buenaventura: Un puerto sin comunidad”, op. cit. Mauricio Romero, “Buenaventura municipa-
lity case study”, en Ivan Briscoe, Catalina Perdomo y Catalina Uribe Burcher (Eds.), Illicit Networks 
and Politics in Latin America (The Hague: 2014), pp. 93-105. Simon Romero, “Cocaine Wars Make 
Port Colombia’s Deadliest City”, New York Times, 22 de mayo de 2007. 
134 “La crisis en Buenaventura: Desapariciones, desmembramientos y desplazamiento en el princi-
pal puerto de Colombia en el Pacífico”, Human Rights Watch, 20 de marzo de 2014.  
135 Entrevistas de Crisis Group, funcionario del gobierno, Buenaventura, 18 de febrero de 2019; lí-
deres comunitarios, Buenaventura, 18 y 19 de febrero de 2019. Entrevista de Crisis Group, defensor 
de los derechos humanos, comunicación telefónica, 6 de junio de 2019. 
136 En 2017, el gobierno colombiano recibión cinco billones de pesos en impuestos provenientes de 
las actividades económicas del puerto. Envió poco menos de 250 mil millones de pesos, o el 4,8 por 
ciento del total del dinero recaudado por el puerto, al gobierno local. No obstante, el gobierno na-
cional implementó proyectos en la ciudad, aunque no necesariamente con fondos derivados de los 
impuestos portuarios. Algunos fueron financiados con ayuda extranjera, por ejemplo. “La triste pa-
radoja del puerto de Buenaventura”, El Espectador, 10 de diciembre de 2017. “Distribuciones 
SGP”, Departamento Nacional de Planeación, 2017, consulta realizada el 16 de abril de 2019.  
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sociedad civil local y los gobiernos locales, departamentales y nacionales137. En la 
actualidad, las partes del acuerdo están negociando qué proyectos implementar en 
cuatro mesas temáticas. El gobierno del presidente Duque ha afirmado que respeta-
rá estos acuerdos138. 

Por otro lado, no queda claro de qué manera los planes de expansión de la Socie-
dad Portuaria se alinearán con la inversión para cumplir el acuerdo de la huelga. Los 
planes para el puerto en los próximos 30 años incluyen la ocupación de todo el sec-
tor isleño de la ciudad, lo que hace suponer que miles de personas tendrán que mu-
darse al continente139. Los activistas afirman que el gobierno se está preparando para 
esta expansión enfocando la inversión pública, como la infraestructura para el sumi-
nistro de agua potable, en el continente, sin tener en cuenta los deseos de la pobla-
ción local. Temen que la resistencia a estos planes pueda enfrentarse con violencia 
armada140. 

Los vínculos entre la expansión del puerto y la delincuencia son motivo de inten-
sa preocupación en la ciudad. El puerto permite a los traficantes almacenar drogas 
en contenedores marítimos, mientras que los grupos involucrados en el narcotráfico 
han prosperado en las comunidades urbanas pobres141. A través de investigaciones 
históricas y confesiones judiciales se ha establecido que los paramilitares de las Au-
todefensas Unidas de Colombia (AUC) buscaron asesinar, desaparecer y desplazar a 
personas en la ciudad en los 90 y principios de la década del 2000 para facilitar la 
expansión portuaria142. Los patrones de violencia recientes son más difíciles de vin-
cular a la actividad portuaria, aunque supuestamente unos 200 líderes sociales, in-
cluidos la mayoría de aquellos conectados con el movimiento sindical, ahora tienen 
algún tipo de protección policial especial en la ciudad por haber recibido amenazas 
de muerte143. Un líder, Temístocles Machado, fue asesinado en enero de 2018, supues-
tamente por su campaña contra la expansión del puerto. El sicario condenado por su 
asesinato pertenecía al grupo armado Los Locales144. 

Diferentes gobiernos desde los años 80 han buscado, al menos formalmente, im-
pulsar el desarrollo económico a lo largo de la costa del Pacífico y a la vez fomentar las 
conexiones regionales con los mercados internacionales, aunque con escaso éxi-

 
 
137 Congreso de Colombia, “Ley 1872 de 2017”, 18 de diciembre de 2017. 
138 Entrevistas de Crisis Group, funcionario del gobierno, Bogotá, 15 de febrero y 12 de julio de 2019; 
líder comunitario, Buenaventura, 20 de febrero de 2019; diplomático, Bogotá, 27 de junio de 2019. 
139 “La Buenaventura que nos merecemos: Plan Maestro 2050”, Findeter, 2016. 
140 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Buenaventura, 19 y 20 de febrero de 2019. 
“¿Para qué sirvió el paro cívico de hace un año en Buenaventura?”, Semana, 22 de mayo de 2018.  
141 Entrevistas de Crisis Group, funcionario del gobierno y activista comunitario, 19 y 20 de febrero 
de 2019. Mauricio Romero, “Buenaventura municipality case study”, en Ivan Briscoe, Catalina Per-
domo y Catalina Uribe Burcher (Eds.), Illicit Networks and Politics in Latin America, (The Hague, 
NIMD and Clingendael), 2014, pp. 93-105. 
142 Centro Nacional de Memoria Histórica, Buenaventura: un puerto sin comunidad, (Bogotá: 
CNMH), 2015.  
143 Entrevista de Crisis Group, activista comunitario, Buenaventura, 20 de febrero de 2019. 
144 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Buenaventura, 19 y 20 de febrero de 2019. 
“Primera condena por el asesinato de Temístocles Machado”, El Espectador, 2 de abril de 2019. 
““Buenaventura es una contradicción”: Temístocles Machado”, Verdad Abierta, 29 de enero de 2018. 
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to145. Los esfuerzos del gobierno para desarrollar a Buenaventura han incluido la de-
claración de la ciudad como “distrito especial, industrial, portuario, biodiverso y eco-
turístico” en 2007; el gobierno diseñó un plan similar para Tumaco en 2018146. Sin 
embargo, estos planes han tenido un impacto limitado, como admitió la propia admi-
nistración del ex presidente Juan Manuel Santos en su plan de desarrollo para el Pa-
cífico, Todos Somos Pazcifico. El plan de Santos estaba fuertemente centrado en la 
infraestructura en cuatro ciudades costeras. El gobierno de Duque ha prometido im-
plementarlo, gracias en parte al financiamiento internacional147. 

La insistencia del Estado colombiano en fortalecer la infraestructura del comercio 
internacional y las industrias extractivas en lugar del desarrollo económico local ha 
tendido a exacerbar la extrema pobreza en la región, de la cual se aprovechan los 
grupos armados. Sus miembros afirman que uno de los motivos por los cuales se 
unieron es la falta de oportunidades económicas148. Según un líder comunitario, “es 
más fácil exportar que dar oportunidades a la gente”149. Según otro líder comunitario 
en Buenaventura, los actores armados saben que “si vienen a un lugar sin empleo, don-
de la gente no tiene nada que hacer, sin educación, es un gran lugar para alimentar 
su guerra”150. 

La dificultad de obtener un empleo decente se acentúa aún más por las escasas 
oportunidades de continuar los estudios más allá de la secundaria en las zonas urba-
nas, mientras que en las zonas rurales incluso terminar la secundaria puede resultar 
imposible. Una respuesta sería que el gobierno diseñara e implementara un proyecto 
a largo plazo para fortalecer la calidad y oferta educativa en la región. Apoyar el ac-
ceso en las zonas rurales, mejorar la calidad de la educación en las zonas urbanas y 
proporcionar mejores oportunidades de financiamiento para que los estudiantes 
puedan asistir a la universidad deberían ser los ejes centrales de tal plan. 

C. Una débil gobernanza  

Los sistemas de gobierno civil a lo largo de la costa pacífica por lo general son débi-
les, por lo que están lejos de poder organizar a las comunidades. Esto permite que 
los grupos armados usen la violencia y su presencia permanente para imponer su 
propia forma de gobierno151. Los grupos armados también atacan directamente a 

 
 
145 María Andrea Rueda Páramo, Daniela Morales Cabral y Luisa Fernanda Lema Vélez, “Revisión 
histórica de proceso de planeación para el pacífico colombiano”, Fondo Acción, 2017. 
146 Congreso de la República, “Acto Legislativo 02”, 17 de julio de 2018.  
147 Este plan incluye principalmente inversiones en infraestructura para Buenaventura, Tumaco, 
Quibdó y Guapi, incluidos acueductos, sistemas de alcantarillado y electricidad, a través de inver-
siones que costarán $400 millones de dólares a lo largo de seis años. Los lineamientos del plan es-
tán disponibles en: “Conpes 3847”, op. cit. Entrevista de Crisis Group, funcionarios del gobierno, 
Bogotá, 11 de febrero de 2019.  
148 Entrevistas de Crisis Group, combatientes disidentes de las FARC, Tumaco, 8 y 9 de abril de 2019. 
149 Entrevista de Crisis Group, líder comunitario, Timbiquí, 29 de enero de 2019. 
150 Entrevista de Crisis Group, líder comunitario, Buenaventura, 20 de febrero de 2019. 
151 Existen 117 Consejos Comunitarios oficiales para las comunidades afrocolombianas y 280 res-
guardos indígenas en la región, con amplia autonomía para gobernar sus territorios, así como ofici-
nas del gobierno nacional y local. “Conpes 3847”, op. cit., p. 19.  
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los mecanismos de gobernanza civil, principalmente consejos comunitarios y res-
guardos indígenas, debilitando su capacidad de ocupar su lugar. 

Los gobiernos locales se enfrentan a numerosos problemas en sus esfuerzos por 
mejorar la vida de los ciudadanos y obtener el apoyo popular, el principal de los cuales 
es la falta de recursos. La mayoría de ellos están a cargo de municipios de “categoría 
6”, lo que significa que son tan pobres que la mayor parte de sus presupuestos pro-
viene de transferencias del gobierno nacional. En palabras del alcalde de un munici-
pio de poco más de 5 000 habitantes, “en impuestos locales, nunca recaudamos 
más de $20 000 dólares al año; normalmente recaudamos $10 000”152. A falta de 
fondos, las autoridades locales no suelen tener los recursos necesarios para invertir o 
responder a emergencias humanitarias153. La situación se ve agravada por el elevado 
costo del combustible que se necesita para el transporte fluvial, y en algunos lugares 
por la prosperidad económica generada por los negocios ilegales, que inflan los pre-
cios locales. Gran parte de los fondos transferidos a los gobiernos municipales termi-
nan gastándose en el transporte de los funcionarios locales154. 

La corrupción es una constante en las autoridades municipales y departamenta-
les. En Buenaventura, los cuatro últimos alcaldes han sido declarados culpables de 
corrupción o bien han sido acusados de corrupción y están encarcelados a la espera de 
juicio, y tanto el actual como el anterior alcalde de Tumaco se enfrentan a cargos simi-
lares, aunque también ellos los niegan155. Hacia finales de 2018, las autoridades na-
cionales arrestaron a la ex alcaldesa de Quibdó, capital del Chocó, así como a otros 
miembros de su administración, bajo cargos de fraude, los cuales siguen negando156. 
Históricamente, las élites han estado vinculadas con escándalos de corrupción, al-
gunas a paramilitares, otras a narcotraficantes, y varias de ellas supuestamente han 
recurrido al clientelismo político para aferrarse al poder en el Chocó157. Las comu-
nidades denuncian constantemente la corrupción gubernamental, que debilita se-
riamente la legitimidad del Estado158. En Tumaco y Buenaventura, las instituciones 
judiciales están desbordadas de casos, y además son corruptas. Muchos habitantes 

 
 
152 Entrevista de Crisis Group, alcalde de Carmen del Darién, 25 de octubre de 2018. 
153 Entrevistas de Crisis Group, trabajador humanitario, Apartadó, 22 de octubre de 2018 y Bogotá, 
20 de marzo de 2019; Tumaco, 3 de marzo de 2018; Quibdó, 14 de marzo de 2019.  
154 Entrevista de Crisis Group, sacerdote, Timbiquí, Cauca, 29 de enero de 2019; alcalde, Carmen 
del Darién, 25 de octubre de 2018; trabajador humanitario, Bogotá, 19 de marzo de 2019.  
155 Entrevista de Crisis Group, Fiscalía General, 19 de febrero de 2019. “Exalcalde de Buenaventura fue 
condenado a 18 años y 9 meses de prisión”, El país, 4 de agosto de 2015. “Eliécer Arboleda es el cuarto 
alcalde de Buenaventura encarcelados por corrupción”, Realidad 360, 24 de abril de 2018. “Así se es-
fumaron $5.300 millones para damnificados en Tumaco”, La Silla Vacía, 9 de febrero de 2019. 
156 “A la cárcel exalcaldesa de Quibdó por caso de XX Juegos Nacionales”, El Tiempo, 12 de febre-
ro de 2019. 
157 Veáse Corte Suprema de Justicia: Sala de Casación Penal, “Aprobado acta No.260”, 27 de julio 
de 2011. Corte Suprema de Justicia, “Radicado No. 7380”, 20 de octubre de 2005. “Corte Suprema 
dejó en firme condena contra el excongresista Carlos Alberto Escobar por “parapolítica””, El Espec-
tador, 3 de febrero de 2016. Javier Duque Daza, “El Chocó: clanes familiares, paramilitarismo y co-
rrupción desaforada (primera parte)”, Razón Pública, 4 de junio de 2017. 
158 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Tumaco, 22, 24, 25, 26 y 29 de septiembre de 
2018; Guapi, 28 de enero de 2019; Timbiquí, 29 de enero de 2019; Quibdó, 13 de marzo de 2019; 
Buenaventura, 13 y 14 de febrero de 2019. 
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no conceden demasiada legitimidad a las autoridades estatales y prefieren acudir a 
los grupos armados para resolver sus disputas159. 

En ocasiones los grupos armados también citan la corrupción para justificar la 
violencia. En el Chocó, por ejemplo, el ELN secuestró al alcalde de Alto Baudó en 
diciembre de 2014, acusándolo de corrupción y prometiendo llevarlo ante la justi-
cia160. El grupo intentó hacer lo mismo con Patrocinio Sánchez, exgobernador del 
Chocó secuestrado en 2013, y su hermano, Odín Sánchez. Ambos ya habían sido 
condenados por corrupción en los tribunales colombianos161. Mientras, las Guerrillas 
Unidas del Pacífico y la Gente del Orden en Nariño aprovechan la cuestión para de-
nunciar al Estado y persuadir a las comunidades de que los apoyen162.  

Los grupos armados ilegales también buscan debilitar a los organismos de go-
bernanza civil, incluidos los consejos comunitarios, la institución de gobernanza 
legalmente reconocida de las comunidades afrocolombianas, porque compiten con 
ellos por el control territorial163. Diversos estudios han demostrado que allí donde 
existen consejos, los ingresos familiares han aumentado, mientras que en las tie-
rras afrocolombianas donde no hay un consejo han disminuido ligeramente; los 
líderes afrocolombianos afirman además que se han vuelto más organizados y más 
capaces de defender sus territorios164. No obstante, los paramilitares que trabajaron 
con las élites políticas y económicas a mediados y finales de los 90 desplazaron a los 
miembros de los primeros consejos comunitarios legalmente reconocidos, e hicieron 
lo mismo con otros consejos a lo largo de la siguiente década, perjudicando su ca-
pacidad de gobernanza en sus territorios165. Las FARC también asesinaron a repre-
sentantes legales del Consejo Comunitario de Alto Mira y Frontera en Tumaco, al igual 
que Guacho antes de ser asesinado a finales del año pasado166. Algunos líderes y acti-
vistas afrocolombianos afirman que los grupos armados, y el dinero que les ofrecen, 
han “cooptado” a otros líderes, lo que ha dividido al movimiento afrocolombiano167. 

 
 
159 Entrevista de Crisis Group, autoridades locales, Buenaventura, 13 de febrero de 2019. “Violencia 
reciclada”, Human Rights Watch, 13 de diciembre de 2018. “Capturan a 15 funcionarios de la Fisca-
lía por corrupción”, El Tiempo, 28 de marzo de 2017. 
160 Ejército de Liberación Nacional, “Detención y Juicio al Alcalde de Piedepató, Departamento del 
Chocó”, 1 de enero de 2015. 
161 Verdad Abierta, “La paradójica figura del excongresista Odín Sánchez Montes de Oca”, 2 de fe-
brero de 2017.  
162 Entrevistas de Crisis Group, miembros de la comunidad, San Juan – Pueblo Nuevo, Tumaco, 23 
de septiembre de 2018; líder de rango medio de las GUP, Tumaco, 27 de septiembre de 2018. Tra-
bajo de campo de Crisis Group, Tumaco, 1 de febrero de 2019. 
163 Los Consejos fueron formalmente reconocidos en la Ley 70 de 1993. Entrevista de Crisis Group, 
funcionarios del gobierno, Bogotá, 15 de febrero de 2019. 
164 Ximena Peña, María Alejandra Vélez, Juan Camilo Cardenas y Natalia Perdomo, “La Propiedad 
Colectiva Mejora las Inversiones de los Hogares: Lecciones de la Titulación de Tierras a las Comu-
nidades Afrocolombianas”, Documento Cede, julio de 2016.  
165 Entrevistas de Crisis Group, trabajadores humanitarios, Apartadó, 22 de octubre de 2018; fun-
cionario eclesiástico, Apartadó, 23 de octubre de 2018. 
166 Entrevista de Crisis Group, líder comunitario, Tumaco, 25 de septiembre de 2018.  
167 Entrevistas de Crisis Group, defensores de los derechos humanos, Guapi y Apartadó, 28 de 
enero de 2019 y 22 de octubre de 2018; funcionarios eclesiásticos, Timbiquí y Quibdó, 29 de enero y 
14 de marzo de 2019; líder afrocolombiano, Bogotá, 22 de marzo de 2019; líder comunitario afroco-
lombiano, Tumaco, 25 de septiembre de 2018. 
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La violencia y la presión contra los mecanismos étnicos de gobernanza continúan 
hasta el día de hoy. Los líderes de las comunidades afrocolombianas e indígenas se 
ven obligados a lidiar directamente con los grupos armados que operan en sus terri-
torios. Si bien algunas comunidades han resistido, para otras es más difícil hacerlo, 
especialmente si los grupos armados se presentan como protectores y gestionan los 
negocios ilegales que benefician a parte de la población local168. A menudo los gru-
pos armados buscan convertirse en las principales autoridades en estos territorios. 
Pueden amenazar a los líderes comunitarios más influyentes, obligándolos a abando-
nar el territorio169. Cuando un nuevo grupo armado toma el control, a menudo supo-
ne que los líderes comunitarios colaboraron con los anteriores ocupantes, lo que sir-
ve de pretexto para los asesinatos selectivos170. 

Las actividades ilegales también debilitan a las autoridades tradicionales. Los 
grupos armados a menudo traen a forasteros para asistir en los negocios ilegales: 
agricultores que no son ni afrocolombianos ni indígenas cultivan coca o talan made-
ra de forma ilegal en el norte del Chocó, mientras que en el Cauca recién llegados de 
Buenaventura y Antioquía extraen oro171. El apoyo de los grupos armados a estos fo-
rasteros y el respaldo que pueden obtener los grupos de algunos habitantes permi-
tiéndoles participar en los negocios ilegales hacen que a los organismos comunita-
rios les resulte difícil deshacerse de estos recién llegados172. Estos forasteros trabajan 
para los grupos armados y pueden aprovechar estas conexiones en su trato con las 
comunidades mediante amenazas creíbles de violencia.  

Proteger y fortalecer los consejos comunitarios y los resguardos indígenas a lo 
largo de la costa pacífica debería ser una prioridad para el gobierno y los actores 
internacionales, en especial EE. UU. y la UE, que ya apoyan iniciativas para fortale-
cer las instituciones locales173. Algunos activistas buscan apoyo oficial para crear o 
fortalecer organismos de protección colectivos, conocidos como guardias, citando a 
modo de ejemplo la guardia indígena del norte del Cauca174. Su creencia es que el ca-
rácter colectivo de las guardias, que proviene de su identidad étnica compartida, les 
otorga la autoridad y el poder necesarios para enfrentarse a los grupos armados. Sin 

 
 
168 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios y funcionario eclesiástico, Timbiquí, 29 de 
enero de 2019; defensor de los derechos humanos, Guapi, 28 de enero de 2019; trabajador humani-
tario, Bogotá, 19 de marzo de 2019; representante de la comunidad internacional, Quidbó, 14 de 
marzo de 2019; Tumaco, 3 de marzo de 2018.  
169 Entrevista de Crisis Group, líder comunitario, Quibdó, 13 de marzo de 2019; trabajo de campo 
de Crisis Group, Tumaco, 15 de julio de 2017.  
170 Entrevistas de Crisis Group, trabajador humanitario, Apartadó, 22 de octubre de 2018. Entrevis-
ta telefónica de Crisis Group, líder comunitario, Tumaco, 18 de marzo de 2019. 
171 Entrevista de Crisis Group, líderes comunitarios, Riosucio, 24 de octubre de 2018. 
172 Entrevistas de Crisis Group, funcionario eclesiástico, Timbiquí, 29 de enero de 2019; líderes co-
munitarios, Timbiquí, 29 de enero de 2019; defensor de los derechos humanos, Guapi, 28 de enero 
de 2019. 
173 Entrevistas de Crisis Group, Riosucio, 24 de octubre de 2018; funcionario eclesiástico, Tumaco, 
1 de febrero de 2019; líderes comunitarios, Timbiquí, 29 de enero de 2019.  
174 Entrevistas de Crisis Group, líderes étnicos, Quibdó, 13 y 14 de marzo de 2019. Las guardias son 
organismos colectivos empleados principalmente por grupos armados, pero también por organiza-
ciones afrocolombianas y campesinas, para proteger sus territorios. Armados tan solo con bastones 
de madera decorados, se enfrentan a los actores armados para tratar de proteger su territorio de la 
violencia, con resultados variables.  



Tranquilizar el Pacífico tormentoso: violencia y gobernanza en la costa de Colombia  

Informe de Crisis Group sobre América Latina N°76, 8 de agosto de 2019 Página 30 

 

 

 

 

 

embargo, el asesinato de líderes locales hasta ahora ha llevado al gobierno central a 
enfocarse en las medidas de protección individual, coordinadas por la Unidad de 
Protección Nacional (UNP)175. Pese a la provisión de guardaespaldas armados, chale-
cos antibalas y autos, los activistas insisten que estos apenas disuaden los ataques176. 

Los líderes locales también afirman que la infraestructura de comunicaciones es 
fundamental para permitir a los líderes mantener un contacto regular con las comu-
nidades en caso de que tengan que huir al exilio, alertar a las autoridades en caso 
de emergencia, y mitigar los esfuerzos de los grupos armados por supervisar los flu-
jos de información hacia y desde las zonas rurales inaccesibles. Una mejor comuni-
cación entre  pueblos podría ayudar a advertir sobre los movimientos de los grupos 
armados177. 

Por último, la capacidad de operación de los actores armados está relacionada en 
parte con la debilidad crónica de las instituciones judiciales. En Tumaco solo hay un 
“juez especializado” capaz de manejar casos como los homicidios178. Sus casos acu-
mulados suman más de 500. El único fiscal que investiga casos de extorsión, desapa-
rición forzada y desplazamiento en la ciudad estaba a cargo de más de 1 600 casos en 
agosto de 2018179. En Buenaventura, según las autoridades locales, hay 25 fiscales 
para 17 000 casos, y una lamentable falta de policías para apoyar o liderar las inves-
tigaciones180. El gobierno y los donantes extranjeros como EE. UU. y la UE deberían 
centrarse en fortalecer la capacidad de las autoridades judiciales locales para actuar y re-
solver casos creando incentivos profesionales para los fiscales que trabajan en estas 
áreas, o proporcionando fondos para contratar a más personal de las fiscalías. 

 
 
175 La Unidad Nacional de Protección, creada en 2011, está a cargo de analizar los niveles de riesgo 
que enfrentan los líderes sociales o los movimientos y de brindarles algún tipo de protección si fue-
ra necesario. 
176 Esto sucedió en el caso de José Jaír Cortés, en Tumaco, en octubre de 2017, por ejemplo, quien 
había recibido un chaleco antibalas de la UNP, pero aún así fue asesinado.  
177 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Tumaco, 10 de julio de 2017; Timbiquí, 29 de 
enero de 2019; Riosucio, 24 y 26 de octubre de 2018. 
178 “Violencia reciclada: Abusos por grupos disidentes de las FARC en Tumaco, en la costa pacífica 
de Colombia”, Human Rights Watch, 13 de diciembre de 2018. 
179 Ibid.  
180 Entrevista de Crisis Group, funcionario del gobierno, Buenaventura, 19 de febrero de 2019. 
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V. Seguridad y más allá  

A lo largo de la costa pacífica, las políticas del gobierno nacional se centran en tres 
cuestiones fundamentales. La primera de estas, y la principal preocupación del go-
bierno, es la seguridad; Tumaco es una de las cinco Zonas Estratégicas de Intervención 
Integral. La segunda incluye iniciativas derivadas del acuerdo de paz que la adminis-
tración de Duque ha decidido apoyar: los planes de desarrollo local, llamados Pro-
gramas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDETs), y el plan de sustitución de 
cultivos ilícitos. Por último, el gobierno sigue haciendo hincapié en el desarrollo eco-
nómico en la región, aunque subordinado a la búsqueda de mayor competitividad 
internacional. Mientras procura alcanzar estos objetivos, el gobierno debería cen-
trarse en fortalecer las instituciones estatales y étnicas y a su vez proteger de ma-
nera eficaz a la población local. 

A. La seguridad como un medio, no un fin  

La política actual del gobierno se basa en el supuesto de que mejorar la seguridad es 
un requisito previo necesario para construir la paz y un Estado más solido en toda Co-
lombia. El enfoque del presidente Duque es una versión actualizada del modelo de 
contrainsurgencia de “despejar-mantener-construir” adoptado por los presidentes 
Uribe y Santos entre 2006 y 2014181. Bajo este enfoque, los militares o la policía elimi-
nan a un grupo armado del territorio, establecen el control y luego permiten que se 
instalen las instituciones civiles del Estado. Esto es un elemento destacado de las 
nuevas Zonas Estratégicas de Intervención Integral del gobierno, que incluirán di-
versas intervenciones por etapas según el nivel de amenaza que presenten los gru-
pos armados182. A fin de no perjudicar las iniciativas relacionadas con el acuerdo de 
paz de 2016, el gobierno ha aceptado que estas zonas coexistirán con programas de 
desarrollo local, o PDETs, y sustitución de coca, en áreas donde se solapen. Este pro-
ceso ya ha comenzado en 66 veredas en Nariño, por ejemplo183. 

Según oficiales militares, despejar el territorio de un grupo armado comienza con 
el asesinato o captura de los líderes de grupos armados o criminales; señalan el ase-
sinato de David, comandante de las Guerrillas Unidas del Pacífico, en septiembre de 
2018, y de Guacho, comandante del Frente Oliver Sinisterra, tres meses después co-
mo pruebas de su éxito184. No obstante, los líderes son fácilmente reemplazables, y su 
muerte no necesariamente deriva en una población más segura o una presencia estatal 
más estable. La muerte de David no afectó en absoluto al control de su grupo del 

 
 
181 Entrevista de Crisis Group, funcionario del gobierno, Bogotá, 12 de marzo de 2019. 
182 Ibid. 
183 Entrevista de Crisis Group, funcionario del gobierno, Bogotá, 12 de marzo de 2019. “Ley 1941 de 
2018”, Congreso de Colombia, 18 de diciembre de 2018. “Congresistas abren más oportunidades 
para la Paz”, Ecos políticos, 20 de noviembre de 2018. Los PDETs y el programa de sustitución de 
coca ambos surgen del acuerdo de paz con las FARC que el gobierno de Duque afirma que piensa 
honrar. El primero incluye 16 planes de desarrollo especial, diseñados con participación civil local, 
que cubren 170 municipios afectados por el conflicto armado. El programa de sustitución de culti-
vos ilícitos proporciona subsidios y ayuda técnica principalmente a productores de coca a cambio de 
erradicar sus cultivos. 
184 Entrevista de Crisis Group, oficial militar, Tumaco, 28 de septiembre de 2018.  
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área en la que operaba. Dos semanas después de la operación que acabó con su vida 
y la de su hermana, aún no había ninguna presencia estatal en el pueblo, ni siquiera 
un despliegue policial. Por el contrario, su grupo armado estaba visiblemente al 
mando, y sus hombres caminaban abiertamente por el pueblo portando radios y ar-
mas. Alias Borojó, que reemplazó a David al frente del grupo armado, actualmente 
vive y opera en la zona185. Tras la muerte de Guacho, el principal motivo del debili-
tamiento del Frente Oliver Sinisterra ha sido su guerra contra el narcotraficante rival 
Contador186. 

La verdadera protección de la población civil exige una presencia policial perma-
nente. Las fuerzas de seguridad cuentan con una breve ventana de oportunidad para 
establecerse tras las operaciones militares a gran escala del Estado, ya que los grupos 
armados a menudo se repliegan durante estas operaciones, pero regresan poco des-
pués de la retirada de las fuerzas estatales. La policía rural de Colombia, conocida 
como DICAR, en teoría es la más adecuada para desempeñar este papel. Sin embar-
go, la DICAR no ha sido capaz de ampliar suficientemente su presencia en los terri-
torios del postconflicto debido en parte a la falta de personal y fondos y el carácter 
militar de gran parte de sus fuerzas, lo que debilita su objetivo de brindar protección 
y servicios policiales a las poblaciones rurales187. EE.  UU. ha venido trabajando en el 
fortalecimiento de la DICAR, y debería continuar haciéndolo. 

Asimismo, a medida que Colombia busca desarrollar la presencia del Estado como 
parte de su política de seguridad, el objetivo debería seguir siendo establecer institu-
ciones civiles que la población local considere legítimas. En los casos en que la poli-
cía ocupa las zonas despejadas de grupos armados, debería buscar un equilibrio en-
tre ganarse la confianza de la comunidad y su tradicional papel policial, especial-
mente en áreas en las que las economías ilegales proporcionan ingresos a los habi-
tantes188. Si, por ejemplo, la policía ocupara una vereda solo para arrestar a los resi-
dentes por producir pasta de coca o participar en la minería ilegal, podría ser re-
pudiada por la población local, que podría recurrir a los grupos armados para expul-
sar a las autoridades189. Por el contrario, la policía y otros organismos estatales debe-
rían combinar las tareas de seguridad con programas que permitan a quienes parti-
cipan a bajo nivel en las economías ilegales pasarse a las actividades legales. En las 
zonas de minería ilegal, por ejemplo, la fuerza pública debería conectar a los residen-
tes con un programa existente que establece derechos legales para la minería artesa-
nal de pequeña escala, cumpliendo así con sus obligaciones, pero sin perjudicar el 
apoyo popular. Podrían hacer lo mismo con la sustitución de coca y otros planes de 
desarrollo. 

 
 
185 Entrevistas de Crisis Group, representantes comunitarios, San Juan – Pueblo Nuevo, 23 de sep-
tiembre de 2018. 
186 Entrevistas de Crisis Group, narcotraficante, Tumaco, 23 de junio de 2019;  
187“ Situación de los derechos humanos en Colombia”, Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos en Colombia, 4 de febrero de 2019, p. 14. 
188 Entrevista de Crisis Group, líder comunitario, Tumaco, 22 de septiembre de 2018; agente anti-
narcóticos, Tumaco, 5 de mayo de 2019. 
189 Entrevistas de Crisis Group, líder comunitario, Tumaco 22 de septiembre de 2018; funcionario 
eclesiástico, Timbiquí, 29 de enero de 2019; trabajador humanitario, Quibdó, 14 de marzo de 2019.  
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Otro de los objetivos del gobierno debería ser convencer a los grupos de combatien-
tes, incluidos los disidentes de las FARC y combatientes Gaitanistas, de desmovilizarse 
colectivamente y participar en algún tipo de programa de reincorporación190. Esto pro-
porcionaría a los jóvenes combatientes, que son los que menos cobran y más se 
arriesgan, una salida del conflicto, evitando que vuelvan a la violencia armada y asegu-
rándoles un medio de vida sostenible191. En la actualidad, ninguno de los dos grupos 
es elegible para participar en programas de reincorporación individual. 

Asimismo, el gobierno de Duque ha manifestado reparos sobre la posibilidad de 
ampliar las potenciales vías para la desmovilización de los grupos armados. En la ac-
tualidad, el gobierno rechaza una ley de 2018 sobre las condiciones y beneficios de la 
rendición de los grupos armados, que iba a ser aplicada a los Gaitanistas en aquel 
momento como resultado de los avances que habían logrado en las negociaciones 
con el gobierno192. En consecuencia, no existe un marco político aceptable bajo el 
cual cualquier grupo armado que no sea el ELN –el cual, como lo fueron anterior-
mente las FARC, se reconoce como parte de un conflicto interno– pueda desmovili-
zarse colectivamente. A fin de evitar la recurrencia del conflicto armado a lo largo 
de la costa pacífica y el reciclaje de combatientes en facciones emergentes, el gobierno 
o el Congreso deberían definir lo antes posible los medios por los cuales los disidentes 
de las FARC y los grupos criminales puedan entregar las armas en su totalidad193. 

Esto no debería en principio generar grandes dilemas ideológicos o prácticos para 
el gobierno. Ya reconoce a estos grupos como actores del crimen organizado a los 
que se debería combatir de acuerdo a los principios humanitarios de la guerra. Por lo 
tanto, de acuerdo a la legislación colombiana, en teoría deberían ser candidatos para 
la desmovilización194. La desmovilización colectiva de grupos disidentes de las FARC 
también tiene un precedente. En abril de 2017, 128 miembros de Gente del Orden en 

 
 
190 Colombia cuenta con un programa de reincorporación individual, liderado por la Agencia para 
la Reincorporación y la Normalización, al cual han ingresado más de 60 000 ex combatientes desde 
2003. Además, Colombia tiene una ley de sometimiento a la justicia, que implica un proceso de fac-
to de desarme, desmovilización y reincorporación.  
191 Este fue el caso de las FARC bajo las administraciones de Uribe y Santos, ya que por lo general 
los excombatientes se desmovilizaron entregándose a las fuerzas militares o policiales, brindando 
información a cambio de beneficios. Véase, por ejemplo, Gerson Iván Arias, Natalia Herrera y Car-
los Andrés Prieto, “Mandos medios de las FARC y su proceso de desmovilización en el conflicto co-
lombiano: ¿Una apuesta para la paz o para la guerra?”, Fundación Ideas para la Paz, septiembre 
de 2010.  
192 Entrevista de Crisis Group, funcionario del gobierno, Bogotá, 12 de marzo de 2019. 
193 Recientemente, un grupo de doce disidentes se desmovilizaron en Arauca, aunque cuatro de 
ellos eran menores de edad. Pudieron hacerlo, según informes de prensa, porque negociaron los 
cargos con la Fiscalía, una opción que resultaría difícil ampliar a los comandantes de alto rango y 
grupos armados enteros. Véase “Se desmovilizan 12 guerrilleros de disidencias de las Farc en Arau-
ca”, El Tiempo, 16 de julio de 2019.  
194 “Directiva 15 de 2016”, Ministerio de Defensa, 22 de abril de 2016. “The War Report: Armed 
Conflicts in 2017”, Geneva Academy, marzo de 2018. Dicho esto, el gobierno de Duque está presio-
nando para cambiar la caracterización de las amenazas de seguridad en Colombia, de conflicto ar-
mado interno a una “situación compleja”. “El giro que quiere Duque en su relación con la Oficina de 
DD.HH de la ONU”, El Espectador, 20 de julio de 2019.  
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Tumaco se unieron al programa oficial de reincorporación del Estado195. Debido a la 
continua violencia contra ellos por parte de sus camaradas que no se desmovilizaron 
y un vacilante compromiso del gobierno con el proceso de reincorporación, la gran 
mayoría volvió a las armas poco después196. Pero el deseo de algunos miembros de 
desmovilizarse aún persiste en muchos de los grupos armados que operan en Tuma-
co, y debería ayudar a dar forma a futuras políticas. 

La actual postura del gobierno de que por ahora todas las puertas están cerradas 
a los grupos disidentes de las FARC, aunque alguna nueva política podría ser dise-
ñada en el futuro, fomenta la incertidumbre, lo que hace que sea menos probable 
que los miembros de grupos armados abandonen la lucha. Los combatientes disi-
dentes no se pueden desmovilizar y reintegrar de manera individual bajo la actual 
política del gobierno, ya que no se los reconoce como miembros de grupos armados 
con fines políticos. Encontrar una manera aceptable y viable para permitir la des-
movilización colectiva de los combatientes debería ser una prioridad197. El go-
bierno debería evitar repetir los errores de procesos similares en el pasado, brindan-
do un apoyo político constante a estas iniciativas, y asegurando que los excombatien-
tes estén a salvo de ataques.  

Por último, la corrupción en elejército y la policial y la colusión con ciertos acto-
res armados dificultan el avance hacia mejoras duraderas en materia de seguridad, y 
requieren un control judicial más firme para lograr el éxito de las operaciones a largo 
plazo. Los líderes comunitarios señalan los fracasos de ciertos oficiales del ejército y 
la policia a la hora de combatir a los Gaitanistas en Chocó debido a la supuesta co-
lusión entre oficiales y el grupo criminal, aunque ambas fuerzas niegan que esta co-
rrupción vaya más allá de un reducido número de individuos que están siendo some-
tidos a procesos disciplinarios198. 

Ciudadanos y activistas en Nariño también han hecho graves acusaciones de co-
lusión entre la fuerza pública y narcotraficantes, lo que las fuerzas armadas también 
niegan199. Las disputas entre grupos armados pueden generar este tipo de lazos, ya 
que las fuerzas estatales pueden optar por aliarse con uno de los dos bandos. De he-
cho, The New York Times sugirió recientemente que este tipo de alineamientos tác-
ticos en el campo de batalla podría haber tenido el beneplácito de altos mandos 

 
 
195 Este proceso fue posible en parte porque tuvo lugar durante la desmovilización de las FARC tras 
el acuerdo de paz, y porque se obligó a los combatientes a demostrar que realmente habían pertene-
cido a las guerrillas.  
196 Entrevistas de Crisis Group, funcionarios eclesiásticos, Tumaco, 2 de febrero de 2019; miembros 
de Gente del Orden, 1 de febrero de 2019.  
197 Entrevistas de Crisis Group, funcionario eclesiástico, Tumaco, 2 de febrero de 2019; líder comu-
nitario, Tumaco, 1 de febrero de 2019.  
198 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Riosucio, 23 y 24 de octubre de 2018; Carmen 
del Darién, 25 de octubre de 2018; representante de un organización internacional, Quibdó, 14 de 
marzo de 2019; líder comunitario, Quibdó, 13 de marzo de 2019. “¿‘Gaitanistas’ avanzan en Chocó 
sin freno de la Fuerza Pública?”, op. cit. Para la respuesta de los militares a estas acusaciones, véase 
“‘No hay connivencia con Clan del Golfo en el Bajo Atrato’: general Ramírez”, El Espectador, 7 de 
junio de 2019. 
199 Entrevistas de Crisis Group, líderes comunitarios, Tumaco, 28 de septiembre de 2018; traficante de 
precursores químicos, Tumaco, 24 de septiembre de 2018; oficial militar, 28 de septiembre de 2018. 
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militares200. Un mayor control judicial independiente de las fuerzas de seguridad 
afianzaría los esfuerzos para reforzar la legitimidad del Estado y el propósito del pre-
sidente Duque de propagar el Estado de derecho201. La Procuraduría está investigando 
a las fuerzas de seguridad en conexión con posibles vínculos con asesinos de líderes 
sociales, y debería hacer lo mismo en relación a la colusión con grupos armados202. 

B. Respetar el acuerdo de paz  

La administración del presidente Duque ha prometido respetar los planes de desa-
rrollo local creados por el acuerdo de paz de 2016, los PDETs, aunque los funcionarios 
encargados de ellos advierten que dada su complejidad y restricciones financieras 
sería imposible implementarlos plenamente203. El gobierno ha finalizado estos 
planes y los ha incorporado al Plan Nacional de Desarrollo a cuatro años; las autori-
dades están en proceso de crear una lista de proyectos “viables” de entre las 32 
000 iniciativas propuestas por las comunidades.  

No está claro cuáles son los criterios precisos que la Alta Consejería para la Es-
tabilización, a cargo de implementar los PDETs, empleará para decidir sobre la 
viabilidad de estos proyectos, pero incluyen el costo total además de la relación en-
tre cada iniciativa y otras prioridades en materia de políticas204. Si bien de momento 
no hay planes para involucrar a las comunidades locales en las decisiones sobre qué 
proyectos deberían ser aprobados y recibir financiamiento estatal, mejorar las rela-
ciones entre las comunidades en las zonas postconflicto y el Estado requerirá un diá-
logo continuo en torno a cuestiones relacionadas con el desarrollo económico lo-
cal205. El financiamiento de los PDETs es una cuestión fundamental: tras recibir pre-
siones políticas, el gobierno presupuestó unos $12 mil millones de dólares para im-

 
 
200 Los líderes militares supuestamente hicieron esta recomendación a otros funcionarios. “Colom-
bia Army’s New Kill Orders Send Chills Down Ranks”, New York Times, 18 de mayo de 2019. El ar-
tículo reveló las declaraciones supuestamente realizadas por ciertos oficiales militares en reuniones 
con subordinados en las que recomendaban trabajar con los grupos armados para combatir a gru-
pos rivales cuando fuera necesario. También reveló una serie de directivas que, combinadas con la 
presión de los superiores para lograr resultados, amenazaban con recrear los perversos incentivos 
que llevaron a miembros de las fuerzas armadas colombianas a asesinar a miles de civiles y presen-
tarlos como guerrillas muertas en combate, principalmente entre 2002 y 2010. Asimismo, el go-
bierno supuestamente redujo el umbral de certeza en base al cual los miembros de la fuerzas arma-
das pueden llevar a cabo una operación para asesinar a alguien del 85 por ciento de certeza al 60 
por ciento. El Ministerio de Defensa rescindió las directivas, pero no se sabe que haya restablecido 
los anteriores niveles de certeza necesarios para justificar una operación.  
201 La legalidad y el Estado de Derecho son uno de los pilares de los objetivos políticos de la admi-
nistración de Duque. “Unidad, legalidad y emprendimiento: el propósito del gobierno de Iván Du-
que”, Las 2 Orillas, 7 de agosto de 2018. 
202 La Procuraduría y la Fiscalía respectivamente. “Procuraduría investigará supuestos vínculos de 
Fuerza Pública con crímenes a líderes sociales”, El Espectador, 11 de julio de 2018. 
203 Entrevistas de Crisis Group, funcionarios gubernamentales, Bogotá, 12 de marzo de 2019, 26 de 
junio de 2019. 
204 Entrevista de Crisis Group, funcionario eclesiástico, Iscuandé, 31 de enero de 2019; funcionarios 
del gobierno, Bogotá, 26 de junio de 2019. Es posible que algunos de estos proyectos no puedan ser 
implementados en tres años, pero aún así se podrían llevar a cabo dentro del cronograma de 10 a 15 
años de los PDETs. No está claro qué sucederá con los proyectos considerados “inviables”.  
205 Ibid. 
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plementar aspectos del acuerdo de paz durante el mandato de Duque206. Los PDETs 
costarán unos $25 mil millones de dólares a lo largo de 15 años, aproximadamente 
unos $1,66 mil millones de dólares al año207. En la actualidad, la Alta Consejería pa-
ra la Estabilización está buscando financiamiento internacional para complementar 
los fondos estatales. Dado que el gobierno afirma que el principal factor que alimen-
ta los problemas de seguridad es la falta de presencia del Estado, haría bien en au-
mentar los fondos asignados a la consolidación del Estado en los próximos presu-
puestos anuales208. 

La sustitución de cultivos es otra de las iniciativas fundamentales creadas por el 
acuerdo de paz, de gran relevancia para la costa del Pacífico. Si bien el gobierno ha 
optado por respaldar el programa, aunque con ciertas reservas, la sustitución se ha 
enfrentado a obstáculos logísticos y políticos, entre ellos retrasos en el apoyo para 
fortalecer medios de vida alternativos para las familias inscritas en el programa209. 
Tras varios cambios en la dirección del programa, ahora está bajo el control de Emi-
lio Archila, Alto Consejero para la Estabilización. El gobierno espera que esto acelere 
su implementación y corrija sus fallas de diseño al centralizar los esfuerzos bajo 
una misma institución210. 

Al mismo tiempo, el programa ha provocado tensiones en algunas comunidades 
y con grupos armados, poniendo en peligro la seguridad de los líderes comunita-
rios que lo impulsan: en Tumaco varios de estos líderes han sido asesinados por gru-
pos armados e incluso por miembros de la comunidad frustrados por la falta de avan-
ce del programa, de lo cual culpaban a los líderes211. Para evitar un mayor derra-
mamiento de sangre y para seguir debilitando las economías ilegales que financian 
la violencia, el gobierno debería acelerar los esfuerzos de sustitución empleando más 
personal en el terreno, priorizando la asistencia técnica para proporcionar medios de 
vida alternativos a los agricultores, y decidir qué hacer con las comunidades a cuyos 
subsidios se prevé poner fin pero que aún no han establecido otros medios de subsis-
tencia sostenibles. 

La política antidroga del presidente Duque busca erradicar la mayor cantidad 
posible de cultivos de coca, en primer lugar, aumentando las metas de la erradica-
ción manual forzosa de cultivos, y en segundo lugar contemplando la introducción 
 
 
206 Ibid. 
207 “Conpes 3932: Lineamientos para la Articulación del Plan Marco de Implementación del Acuer-
do Final con los Instrumentos de Planeación, Programación y Seguimiento a Políticas Públicas del 
Orden Nacional y Territorial”, Departamento Nacional de Planeación, 29 de junio de 2018, p. 65. 
Los montos están calculados según las actuales tasas de cambio de 3200 COP por cada $1 USD. 
208 Entrevistas de Crisis Group, funcionarios del gobierno, Bogotá, 12 de marzo de 2019, 26 de ju-
nio de 2019. El presupuesto anual total para Colombia se de unos $81 mil millones, a una tasa de 
cambio de 3 200 COP por dólar. 
209 Entrevista de Crisis Group, experto en política antidroga, Bogotá, 14 de septiembre de 2018.  
210 “¿En qué va la sustitución de cultivos ilícitos? Desafíos, dilemas actuales y la urgencia de un 
consenso: Informe 6”, Fundación Ideas para la Paz, abril de 2019.  
211 En 2018, diecinueve activistas comunitarios implicados en la sustitución de cultivos ilegales fue-
ron asesinados. En Tumaco, dos han sido asesinados en lo que va de año, ambos en la carretera de 
Tumaco a Pasto. Una versión del asesinato de una activista es que fue asesinada por habitantes de 
la zona debido a retrasos en la implementación del programa, por lo cual la culpaban. En 2018, cin-
co activistas comunitarios fueron asesinados en Tumaco. “La Naranja Mecánica”, Somos Defensores, 
abril de 2019. Entrevista de Crisis Group, líder comunitario, Tumaco, 2 de febrero de 2019. 



Tranquilizar el Pacífico tormentoso: violencia y gobernanza en la costa de Colombia  

Informe de Crisis Group sobre América Latina N°76, 8 de agosto de 2019 Página 37 

 

 

 

 

 

de un programa modificado de fumigación aérea. La Corte Constitucional reciente-
mente aclaró las condiciones que había establecido en 2017 para la restitución del 
programa de fumigación, lo cual el gobierno parecía dispuesto a hacer incluso antes 
de la declaración de la Corte212. Duque ha recibido apoyo pleno del gobierno de EE. 
UU. tanto para mejorar la erradicación forzosa como para la reintroducción de la 
fumigación aérea. Si bien las autoridades colombianas esperan que la erradicación 
forzosa y la sustitución voluntaria de la coca puedan llevarse a cabo simultáneamen-
te, como lo han hecho con ciertas dificultades en los últimos dos años, el gobierno y 
EE. UU. prefieren la erradicación reforzada debido a sus efectos a corto plazo sobre 
el volumen de cultivos213. 

En realidad, el programa de sustitución ha logrado objetivos mucho más sosteni-
bles: tan solo el 0,6 por ciento de aquellos que participan en programas de sustitu-
ción vuelven a plantar coca, mientras que en el caso de la erradicación forzosa la ci-
fra es del 40 por ciento214. La sustitución, a pesar de sus riesgos inherentes, tiene más 
probabilidades de lograr un cambio duradero en las prácticas de los habitantes rura-
les de Tumaco y otras zonas de cultivo de coca en el Pacífico. Las medidas de erradi-
cación manual y aérea reforzada también corren el riesgo de desacreditar al Estado 
en las comunidades donde se cultiva la coca sin abordar las razones por las cuales los 
agricultores recurren al cultivo de coca, en particular la falta de alternativas viables. 
Estas medidas también podrían empujar a las comunidades hacia grupos armados 
que ofrecen protección contra la erradicación, limitando así el plan del gobierno para 
fortalecer las instituciones. 

C. Actores internacionales  

Los países extranjeros y organismos internacionales, en especial EE. UU., la UE, la 
Misión de la ONU y la Misión de Apoyo al Proceso de Paz de la Organización de los 
Estados Americanos pueden ayudar al Pacífico a superar su violencia crónica. Para 
ello, es fundamental el apoyo al desarrollo local que no esté limitado a mejorar la 
competitividad internacional de Colombia, sino que busque implementar el acuerdo 
de paz y mejorar el sustento económico, la gobernanza estatal y étnica y la educación. 

La educación en particular es un área en la que los actores internacionales pue-
den brindar un apoyo significativo. Los proyectos a largo plazo en la región han me-
jorado el acceso y la calidad de la educación para los estudiantes en las zonas rura-
les, ayudando a prevenir el reclutamiento por parte de grupos armados y la participa-
ción en economías ilegales. Sin embargo, estos proyectos solo han logrado trabajar 

 
 
212 Entrevista de Crisis Group, policía antinarcóticos, Tumaco, 5 de mayo de 2019. “Auto 387/19”, 
Corte Constitucional, 18 de julio de 2019. “Por avión que sea Duque, difícil que el glifosato despegue 
este año”, La Silla Vacía, 27 de junio de 2019. 
213 A febrero de 2019, las 67 500 familias en el programa que cultivaban coca habían erradicado 
alrededor de 35 000 hectáreas. Durante 2018, las fuerzas armadas erradicaron forzosamente 60 
000 hectáreas. “¿En qué va la sustitución de cultivos ilícitos?: Desafíos, dilemas actuals y la urgen-
cia de un consenso”, Fundación Ideas para la Paz, abril de 2019. “Logros de la política de defensa y 
seguridad”, Ministerio de Defensa, mayo de 2019, p. 41. Juan Carlos Garzón, “A Duque no le cua-
dran las metas de reducción de la coca ¿cómo ayudarle a ajustarlas?”, La Silla Vacía, 21 de febrero 
de 2019. 
214 “Nueva polémica por énfasis del Gobierno en erradicación forzada”, El Tiempo, 14 de junio de 2019. 
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con un puñado de escuelas, y en sí mismos son incapaces de abordar las fallas en el 
sistema educativo de toda la región. Aun así, vale la pena considerar reproducir-
los215. El gobierno cuenta con una estrategia para crear “entornos protectores” en las 
escuelas para prevenir el reclutamiento, la cual los donantes deberían considerar 
apoyar216. Dadas las dificultades que enfrentan los estudiantes a la hora de acceder a 
la educación superior, los donantes deberían ofrecer becas para estudiar en la uni-
versidad. La ayuda extranjera facilitó la construcción de la sede de la Universidad 
Nacional en Tumaco, y podría apoyar iniciativas existentes como la de la Universi-
dad de Los Andes que proporciona becas a estudiantes de la costa del Pacífico217.  

Los actores externos interesados también deberían aumentar su apoyo a los res-
guardosindígenas y los consejos comunitarios218. Su apoyo necesita ser negociado y 
diseñado en conjunto con las comunidades étnicas locales, y debería ir más allá de la 
simple capacitación en materia de derechos humanos y la Constitución de Colom-
bia, como ha sido el caso en el pasado219. Debería seguir trabajando en estas comu-
nidades para fortalecer su capacidad de gobernar su propio territorio, y ayudarlas a 
elegir medidas y mecanismos eficaces de autoprotección para los líderes y activistas 
en riesgo. Los donantes internacionales deberían además considerar apoyar a las en-
tidades estatales que desempeñan la misma labor, incluida la Fiscalía General y la 
Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Pa-
lanqueras del Ministerio del Interior, que supervisa los procesos de consulta y busca 
fortalecer los consejos comunitarios220. Además deberían seguir brindando apoyo 
financiero a los PDETs mientras instan al gobierno a que encuentre una forma de 
aumentar su propio financiamiento221. Asimismo, deberían instar a la Oficina del Al-
to Consejero para la Estabilización a que priorice ciertos proyectos y en la medida de 
lo posible incluya a las comunidades en los procesos222.  

La sustitución de cultivos de coca también merece un mayor apoyo internacional, 
aunque hasta ahora ni EE. UU ni la UE han estado dispuestos a brindarlo. A EE.UU. 
le preocupa que los fondos puedan terminar apoyando de manera indirecta a las 
FARC, que siguen estando en la lista de organizaciones terroristas extranjeras de EE. 
UU. La UE por lo general ha apoyado otro tipo de iniciativas de desarrollo rural. Da-
do que el programa de sustitución de coca tal y como está diseñado actualmente fi-
nalizará bajo la administración de Duque, el gobierno y los actores internacionales – 
en especial EE. UU. – deberían diseñar una política de desarrollo alternativo que 
complemente su actual énfasis en la erradicación. La política no debería empezar 
desde cero, sino aprovechar los avances del actual programa de sustitución de cul-
tivos y para ello es crucial incluir la participación de la comunidad a modo de garan-
tizar la legitimidad del proyecto a nivel local. 

 
 
215 Trabajo de campo de Crisis Group, Quibdó, 13 de marzo de 2019. 
216 Entrevista de Crisis Group, funcionario del gobierno, Bogotá, 12 de julio de 2019. 
217 “Quiero Estudiar Pacífico”, Universidad de Los Andes, n.d. “Historia”, National University Tu-
maco Campus, n.d.  
218 Entrevista de Crisis Group, diplomáticos extranjeros, Bogotá, 18 y 27 de junio de 2019.  
219 Entrevista de Crisis Group, trabajador humanitario, Bogotá, 19 de marzo de 2019. 
220 Entrevista de Crisis Group, funcionario del gobierno, Bogotá, 15 de febrero de 2019. 
221 Entrevista de Crisis Group, diplomáticos extranjeros, Bogotá, 27 de junio de 2019. 
222 Entrevista de Crisis Group, funcionario del gobierno, Bogotá, 26 de junio de 2019. 
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VI. Conclusiones 

La costa del Pacífico no ha logrado pasar la página a su historia reciente de conflicto y 
violencia, a pesar del histórico acuerdo de paz con las FARC. La proliferación de los 
grupos armados en Nariño y Cauca, la disputa cada vez más dinámica y violenta en-
tre el ELN y los Gaitanistas en Chocó, y el auge del cultivo de coca y la minería de 
oro ilegal muestran claramente que aún no se han cumplido las promesas de poner fin 
al conflicto y ampliar los servicios del Estado a la región. 

La pobreza, la marginación y la debilidad del gobierno –apuntaladas por los an-
tiguos legados sociales e institucionales de la esclavitud en una región en la que los 
afrocolombianos siguen siendo mayoría– explican la vulnerabilidad de las comu-
nidades a lo largo de la costa pacífica a los grupos armados y las economías ilega-
les. El comercio internacional ha traído un auge económico al puerto de Buenaven-
tura, pero los ingresos y el empleo no han beneficiado a la población local. Por el 
contrario, en esta ciudad y en otros lugares a lo largo de la costa, los jóvenes sin es-
peranza de desarrollo personal dentro de la economía formal o a través del sistema 
educativo, han sido presa fácil de los grupos armados y las actividades criminales 
que ofrecen riqueza y estatus incomparables.  

El descontento popular y por parte del gobierno por el supuesto fracaso del acuerdo 
de paz han provocado a su vez un retroceso a los anteriores enfoques militaristas. La 
política del presidente Duque prioriza desmantelar los grupos y asesinar a sus líde-
res, pero debería hacer mucho más para garantizar una presencia policial respetuosa 
y permanente en las zonas afectadas por el conflicto. El abordaje del narcotráfico, 
mientras tanto, se basa en gran medida en el retorno a una erradicación más inten-
siva y la vigilancia policial, a pesar de que no hay evidencia de que este enfoque haya 
sido exitoso anteriormente en Colombia, y de la probabilidad de que las comunida-
des que cultivan coca se sientan aún más alejadas del Estado como resultado de esto. 

La mejor manera de abordar las raíces de los problemas del Pacífico es a través de 
un trabajo constante de desarrollo equitativo diseñado en conjunto con las comuni-
dades, el fortalecimiento institucional y la inversión en infraestructura para conectar 
a estas áreas periféricas con el resto de Colombia. El objetivo oficial del Estado de 
estabilizar y pacificar la región mediante duras medidas de seguridad no debería 
perder de vista las condiciones que han permitido la propagación de los grupos ar-
mados y criminales en la zona. Establecer una presencia policial estable y confiable, 
mejorar las oportunidades para la desmovilización de combatientes, cumplir las 
promesas del acuerdo de paz en materia de desarrollo rural y sustitución de coca, y 
brindar un mayor acceso a la educación secundaria y superior son medidas impor-
tantes para reducir la violencia en toda la región. 

Los habitantes del Pacífico colombiano llevan muchos años resistiendo la violen-
cia, la adversidad y las deficiencias y vicios de sus políticos. Pero su voluntad se está 
desgastando. Lograr un cambio sostenible en la región exigirá el compromiso del 
gobierno central y los líderes locales durante décadas a futuro, de igual forma, impe-
dir una escalada aún mayor de violencia requerirá reducir el encanto de la ilegalidad.  

Bogotá/Bruselas, 8 de Agosto de 2019 
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Anexo A: Mapa de Colombia 
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Anexo B: Tasas de desplazamiento en la región Pacífica desde 1989 a 2018 

Mapa generado por Renard Sexton. Fuente: "Reporte Ocurrencia Hecho Victimizante",  Unidad para 
la Atención y la Reparación Integral a las Víctimas.
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Anexo C: Tasa de homicidios en la región Pacífica desde 1989 a 2018 

Mapa generado por Renard Sexton.  Fuentes:  Programa de Derechos Humanos de la Vicepresiden-
cia ; Policía Nacional de Colombia 
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Anexo D: Tasa de incidentes violentos en la región Pacífica desde 1989 a 2018 

Mapa generado por Renard Sexton. Fuente: "Reporte Ocurrencia Hecho Victimizante",  Unidad para 
la Atención y la Reparación Integral a las Víctimas.
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Anexo E: Gráficos de homicidios, desplazamiento, incidentes violentos y 
terrorismo en la región Pacífica 
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Anexo F: Acerca de International Crisis Group 

El International Crisis Group (Crisis Group) es una organización no gubernamental independiente sin 

ánimo de lucro, con cerca de 120 funcionarios en cinco continentes, que combina el análisis sobre el ter-
reno con labores de sensibilización al más alto nivel, con el objetivo de prevenir y solucionar conflictos 
graves. 

El trabajo de Crisis Group se basa en investigaciones realizadas sobre el terreno. Cuenta con equipos de 
analistas políticos con sede en o cerca de los países en riesgo de crisis, escalada o recurrencia de con-
flictos violentos. Con base en la información y las evaluaciones sobre el terreno, produce informes 
analíticos con recomendaciones prácticas dirigidas a quienes toman decisiones fundamentales en el ám-
bito internacional. Crisis Group también publica CrisisWatch, un boletín mensual de alerta temprana, que 
actualiza sucintamente y con regularidad la coyuntura en más de 70 situaciones de conflicto o conflicto 
potencial alrededor del mundo. 

Los informes y los informes breves de Crisis Group son ampliamente distribuidos por correo electrónico y 
se publican simultáneamente en el sitio web de la organización, www.crisisgroup.org. Crisis Group traba-
ja en estrecha colaboración con gobiernos y con grupos influyentes, incluidos los medios, para llamar la 
atención sobre sus análisis de crisis y buscar apoyo para sus recomendaciones en materia de políticas. 

El Consejo de Administración de Crisis Group –cuyos miembros incluyen figuras prominentes en las es-
feras de la política, la diplomacia, los negocios y los medios de comunicación– participa de forma directa 
en la promoción de los informes y recomendaciones de la organización, buscando su consideración por 
parte de formuladores de políticas en el mundo. Crisis Group es dirigido por el ex Subsecretario General 
de las Naciones Unidas y ex Administrador del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), Lord (Mark) Malloch-Brown. 

El Presidente y Director Ejecutivo de Crisis Group, Robert Malley, asumió el cargo el 1 de enero de 2018. 
Malley fue Director del Programa de Crisis Group para Oriente Medio y Norte de África y más reciente-
mente fue Asistente Especial del ex presidente de los Estados Unidos Barack Obama al igual que Asesor 
Senior del Presidente para la Campaña contra ISIS, y Coordinador de la Casa Blanca para el Oriente 
Medio, Norte de África y la región del Golfo. Previamente, se desempeñó como Asistente Especial del 
presidente Bill Clinton para los asuntos Israelí-Palestinos. 

La sede internacional de Crisis Group se encuentra en Bruselas, y la organización cuenta con oficinas o 
representación en siete localidades: Bogotá, Dakar, Estambul, Nairobi, Londres, Nueva York, y Washing-
ton, DC. También tiene representación de personal en las siguientes ciudades: Abuja, Argel, Bangkok, 
Beirut, Caracas, Ciudad de Gaza, Ciudad de Guatemala, Ciudad de México, Hong Kong, Jerusalén, Jo-
hannesburgo, Juba, Nueva Delhi, Rabat, Rangún, Tiflis, Toronto, Trípoli y Túnez. 

Crisis Group recibe apoyo financiero de una amplia gama de gobiernos, fundaciones y fuentes privadas. 
En la actualidad Crisis Group tiene relaciones con los siguientes departamentos y organismos guberna-
mentales: Agencia Austriaca para el Desarrollo, Agencia Japonesa de Cooperación Internacional, Coop-
eración Irlandesa para el Desarrollo, Departamento Australiano para los Asuntos Internacionales y el 
Comercio, Departamento Británico para el Desarrollo Internacional, Fondo de Emergencia de la Unión 
Europea para África, Instrumento para la Estabilidad y la Paz de la Unión Europea (IcSP), Ministerio 
Federal de Asuntos Exteriores de Alemania, Ministerio de Asuntos Exteriores de Canadá, Ministerio de 
Asuntos Exteriores de Dinamarca, Ministerio de Relaciones Exteriores y Cooperación Internacional de 
los Emiratos Árabes Unidos, Agencia Francesa para el Desarrollo, Ministerio para Europa y las Rela-
ciones Exteriores de Francia, Ministerio de Relaciones Exteriores de Holanda, Ministerio de Asuntos Ex-
teriores de Islandia, Ministerio de Relaciones Exteriores de Luxemburgo, Ministerio de Relaciones Exteri-
ores de Noruega, Ministerio de Relaciones Exteriores y Comercio de Nueva Zelanda, Ministerio de Rela-
ciones Exteriores de Qatar, Ministerio de Relaciones Exteriores de Suecia, Ministerio Federal de Rela-
ciones Exteriores de Suiza y Principado de Liechtenstein. 

Crisis Group también mantiene relaciones con las siguientes fundaciones: Carnegie Corporation of New 
York, Charles Koch Foundation, Henry Luce Foundation, John D. and Catherine T. MacArthur Founda-
tion, Korea Foundation, Open Society Foundations, Ploughshares Fund, Robert Bosch Stiftung, Rockefel-
ler Brothers Fund, UniKorea Foundation y Wellspring Philanthropic Fund. 
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Anexo G: Informes e informes breves de Crisis Group sobre América 
Latina desde 2016 

Exploiting Disorder: al-Qaeda and the Islamic 
State, Informe especial N°1, 14 de marzo de 
2016 (también disponible en árabe y francés). 

Seizing the Moment: From Early Warning to 
Early Action, Informe especial N°2, 22 de junio 
de 2016. 

Counter-terrorism Pitfalls: What the U.S. Fight 
against ISIS and al-Qaeda Should Avoid,  
Informe especial N°3, 22 de marzo de 2017. 

Council of Despair? The Fragmentation of 
UN Diplomacy, Informe Especial N°1, 30 de 
abril de 2019. 

 

¿De bastón a catalizador?: la Comisión 
Internacional contra la Impunidad en 
Guatemala, Informe sobre América Latina N° 
56, 29 de enero de 2016. 

Venezuela: al borde del precipicio, Informe breve 
sobre América Latina N°35, 23 de junio de 
2016. 

Presa fácil: violencia criminal y migración en 
Centroamérica, Informe de Crisis Group sobre 
América Latina N°57, 28 de julio de 2016. 

Últimos pasos hacia el fin de la guerra en 
Colombia, Informe sobre América Latina N°58, 
7 de septiembre de 2016. 

Venezuela: diálogo a duras penas, Informe 
sobre América Latina N°59, 16 de diciembre 
de 2016. 

Bajo la sombra del “no”: la paz en Colombia 
después del plebiscito, Informe sobre América 
Latina N°60, 31 de enero de 2017. 

Veracruz: reparar el estado de terror de México, 
Informe sobre América Latina N°61, 28 de 
febrero de 2017.  

El salario del miedo: maras, violencia y 
extorsiones en América Central, Informe sobre 
América Latina N°62, 6 de abril de 2017. 

Poder sin el pueblo: evitando el colapso de 
Venezuela, Informe breve sobre América 
Latina N°36, 19 de junio de 2017. 

Los grupos armados de Colombia y su disputa 
por el botín de la paz, Informe sobre América 
Latina N°63, 19 de octubre de 2017. 

Venezuela: la deuda del hambre, Informe breve 
sobre América Latina N°37, 23 de noviembre 
de 2017. 

Política y violencia perpetua en El Salvador,  
Informe sobre América Latina N°64, 19 de  
diciembre 2017. 

Cómo detener la onda expansiva de la crisis en 
Venezuela, Informe sobre América Latina 
N°65, 21 de marzo de 2018. 

La frontera sur de México: seguridad, violencia y 
migración en la era Trump, Informe sobre 
América Latina N°66, 9 de mayo de 2018. 

Reformas arriesgadas: el enfoque del gobierno 
de Duque hacia la paz en Colombia, Informe 
sobre América Latina N°67, 21 de junio de 
2018. 

La paz que falta: el nuevo gobierno de Colombia 
y la última de sus guerrillas, Informe de Crisis 
Group sobre América Latina N° 68, 12 de julio 
de 2018. 

Construcción de paz en México: los dilemas de 
seguridad que enfrenta el gobierno de López 
Obrador, Informe sobre América Latina N°69, 
11 de octubre de 2018. 

Rescatando la lucha de Guatemala contra el 
crimen y la impunidad, Informe sobre América 
Latina N°70, 24 de octubre de 2018. 

Fuego amigo: el caos de la oposición 
venezolana, Informe sobre América Latina 
N°71, 23 de noviembre de 2018. 

Nicaragua: caminos hacia el diálogo después de 
la revuelta aplastada, Informe sobre América 
Latina N°72, 19 de diciembre de 2018. 

El peso del oro: violencia en el sur de 
Venezuela, Informe sobre América Latina 
N°73, 28 de febrero de 2019. 

Una salida al impasse de América Latina en 
torno a Venezuela. Informe breve sobre 
América Latina N°38, mayo 15 de 2019. 

Las claves para desbloquear el diálogo en 
Nicaragua, Informe sobre América Latina 
N°74, 13 de junio de 2019. 

Un rayo de luz en la ensombrecida Venezuela, 
Informe sobre América Latina N°75, 15 de julio 
de 2019 
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